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Resolución del Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad de 
México respecto de las irregularidades encontradas en el informe 
consolidado que presenta la Unidad Técnica Especializada de 
Fiscalización como resultado del proceso de fiscalización, disolución y 
liquidación, de cuarenta y siete Asociaciones Civiles constituidas para 
el apoyo de las personas aspirantes a una candidatura sin partido en el 
Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018. 

VISTO el Informe Consolidado que presenta la Unidad Técnica Especializada 

de Fiscalización del Instituto Electoral de la Ciudad de México respecto de la 

revisión a cuarenta y siete asociaciones civiles constituidas por las y los 

aspirantes a candidaturas sin partido dentro del Proceso Electoral Ordinario 

2017-2018 que no obtuvieron su registro; y al tenor de los siguientes 

ANTECEDENTES: 

l. El veintinueve de enero de dos mil dieciséis, se publicó en el Diario 

Oficial de la Federación, el Decreto por el que se reformaron y 

derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos (Constitución Federal), en materia política 

de la Ciudad de México. 

11. El cinco de febrero de dos mil diecisiete, se publicó en la Gaceta Oficial 

de la Ciudad de México el Decreto mediante el que se expidió la 

Constitución Política de la Ciudad de México (Constitución Local). 

111. El siete de junio de dos mil diecisiete, se publicó en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México el Decreto que contiene las observaciones del Jefe 

de Gobierno de la Ciudad de México respecto del diverso por el que se:; 

abroga el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del 

Distrito Federal y la Ley Procesal del Distrito Federal y se expide el 

Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de ) 
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México (Código) y la Ley Procesal Electoral para la Ciudad de México 

(Ley procesal); y se reformaron diversas disposiciones de la Ley de 

Participación Ciudadana del Distrito Federal y del Código Penal para el 

Distrito Federal. 

IV. El cuatro de agosto de dos mil diecisiete, este Consejo General aprobó 

el Reglamento para la Fiscalización, Disolución y Liquidación de las 

Asociaciones Civiles constituidas por las y los Aspirantes a las 

Candidaturas Independientes en la Ciudad de México (Reglamento), 

mediante acuerdo IECM/ACU-CG-029-2017. 

V. El veintiocho de agosto de dos mil diecisiete, el Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral emitió la resolución INE/CG386/2017, 

mediante el cual aprobó ejercer la facultad de atracción para ajustar a 

una fecha única, la conclusión del periodo de precampañas y el relativo 

para recabar apoyo ciudadano, así como para establecer las fechas 

para la aprobación del registro de candidaturas por las autoridades 

competentes para los procesos electorales locales concurrentes con el 

Proceso Electoral Federal 2018. 

VI. El seis de septiembre de dos mil diecisiete, este Consejo General 

aprobó la convocatoria dirigida a la ciudadanía y partidos políticos a 

participar en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, para elegir 

jefa o jefe de Gobierno, diputadas y diputados del Congreso de la 

Ciudad de México, alcaldesas y alcaldes, así como concejales de las 

dieciséis demarcaciones territoriales, cuya jornada electoral se celebró 

el primero de julio de dos mil dieciocho, de conformidad con el acuerdo 

IECM/ACU-CG-038/2017. 

VII. El catorce de septiembre de dos mil diecisiete, mediante acuerdos 

IECM/ACU-CG-040/2017, IECM/ACU-CG-041/2017 e IECM/ACU-

042/2017, este Consejo General aprobó el ajuste de las fechas y plazos 
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para la obtención de apoyos ciudadanos y para recibir la 

documentación necesaria para el registro de candidaturas; la 

convocatoria dirigida a las ciudadanas y ciudadanos de la Ciudad de 

México interesados en participar en el registro de candidaturas sin 

partido a los diversos cargos de elección popular; así como, los 

lineamientos para el registro de candidaturas sin partido, todos para el 

Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018. 

VIII. El seis de octubre de dos mil diecisiete, este Consejo General emitió la 

declaratoria formal del inicio del Proceso Electoral Local Ordinario 2017-

2018. 

IX. El nueve de octubre de dos mil diecisiete, este Consejo General, 

mediante acuerdo IECM/ACU-CG-054/2017, aprobó los Lineamientos 

para recabar y presentar el apoyo ciudadano para las y los aspirantes a 

cargos de elección popular sin partido, mediante el uso de la aplicación 

móvil en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018. 

X. El nueve de octubre de dos mil diecisiete, este Consejo General aprobó 

el Acuerdo "por el que se amplía el plazo para la recepción de 

solicitudes, en el caso de aspirantes a una candidatura sin partido a la 

Jefatura de Gobierno y se modifica el periodo para la obtención de 

apoyo ciudadano en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017- 2018 en 

la Ciudad de México", identificado con la clave IECM/ACU-CG-

055/2017. 

XI. El trece de marzo de dos mil dieciocho, mediante acuerdo IECM/ACU­

CG-060/2018, este Consejo General aprobó los Dictámenes 

presentados por la Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas 

respecto de la verificación realizada al porcentaje de firmas de apoyo 

requerido para obtener el registro de candidatura sin partido al cargo de 
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Jefatura de Gobierno Ciudad de México, en el Proceso Electoral 

Ordinario 2017-2018, del los cuales se desprende que tres de los 

aspirantes a dicho cargo y que ocupan la presente resolución no 

cumplieron con el porcentaje referido, o bien, renunciaron a su 

aspiración. 

XII. El diecinueve de marzo de dos mil dieciocho, mediante acuerdos 

identificados con las claves IECM/ACU-CG-063/2018 e IECM/ACU-CG-

064/2018, este Consejo General aprobó los Dictámenes presentados 

por la Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas respecto de la 

verificación realizada al porcentaje de firmas de apoyo requerido para 

obtener el registro de candidatura sin partido a los cargos de 

Diputaciones al Congreso Local y Alcaldías en las dieciséis 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el Proceso 

Electoral Ordinario 2017-2018, respectivamente, de los cuales se 

desprende que los cuarenta y cuatro aspirantes al Congreso y Alcaldías 

de esta ciudad, que ocupan la presente resolución, no cumplieron con 

el porcentaje referido, o bien, renunciaron a su aspiración. 

XIII. El veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, la Unidad Técnica 

Especializada de Fiscalización presentó el Informe Consolidado como 

resultado del proceso de fiscalización, disolución y liquidación de 

cuarenta y siete Asociaciones Civiles constituidas para el apoyo de las 

personas aspirantes a una candidatura sin partido en el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2017-2018 ante la Comisión Permanente de 

Fiscalización del Instituto Electoral de la Ciudad de México para 

someterlo a su consideración. 

XIV. El veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, la Comisión Permanente 

de Fiscalización del Instituto Electoral de la Ciudad de México, en su 

cuarta sesión extraordinaria aprobó el Proyecto de Informe Consolidado 
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y Anteproyecto de Resolución elaborados como resultado del proceso 

de fiscalización, disolución y liquidación de cuarenta y siete 

Asociaciones Civiles constituidas para el apoyo de las personas 

aspirantes a una candidatura sin partido en el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2017-2018, al efecto, fueron incorporadas diversas 

observaciones presentadas por parte de los Consejeros Electorales 

integrantes de esa Comisión. 

xv. El veintiocho de agosto del año en curso, la Unidad Técnica 

Especializada de Fiscalización del Instituto Electoral de la Ciudad de 

México, remitió el Informe Consolidado y el proyecto de Resolución 

antes mencionados a la Secretaría Ejecutiva, a efecto de someterlos a 

la consideración y, en su caso, aprobación de los integrantes de este 

Consejo General, al tenor de los siguientes: 

CONSIDERANDOS: 

1. Que conforme a los artículos 41, párrafo segundo, Base V, Apartado C, 

numeral 11 de la Constitución Federal; 98, numerales 1 y 2 de la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 46, apartados A, 

inciso e) y B, numeral 1; 50, numeral 1 de la Constitución Local, así 

como 30, 31, 32 Y 36, párrafo tercero del Código, el Instituto Electoral 

es un organismo público local, de carácter permanente, autoridad en 

materia electoral, profesional en su desempeño, que goza de 

autonomía presupuestal en su funcionamiento e independencia en sus 

decisiones, tiene personalidad jurídica y patrimonio propios. 

2. Que el artículo 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso k) de la 

Constitución Federal, señala que de conformidad con las bases 

establecidas en la misma y las leyes generales en la materia, las 

Constituciones y leyes de los estados en materia electoral, garantizarán 
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que se regule el régimen aplicable a la postulación, registro, derechos y 

obligaciones de los candidatos independientes, garantizando su 

derecho al financiamiento público y al acceso a la radio y la televisión 

en los términos establecidos en esta Constitución y en las leyes 

correspondientes. 

3. Que en términos de lo previsto en el artículo 1, párrafos primero y 

segundo, fracciones II y VIII del Código, las disposiciones contenidas en 

dicho ordenamiento son de orden público y observancia general en la 

Ciudad de México y tienen como finalidad reglamentar las normas de la 

Constitución Federal, la Constitución Local, la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electoral y la Ley General de Partidos 

Políticos, relativas a las prerrogativas y obligaciones de los partidos 

políticos, así como la estructura y atribuciones del Instituto Electoral. 

4. Que atento al artículo 2, párrafos primero y segundo del Código, el 

Instituto Electoral está facultado para aplicar e interpretar, en su ámbito 

competencial las normas establecidas en la legislación electoral local, 

atendiendo a los criterios gramatical, sistemático y funcional, conforme 

a los derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal y en 

los Tratados e Instrumentos Internacionales, favoreciendo en todo 

tiempo a las personas con la protección más amplia. A falta de 

disposición expresa, se aplicarán los principios generales del derecho, 

de acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la 

Constitución Federal. 

5. Que de conformidad con los artículos 6, fracción IV, párrafo segundo y 

310 del Código, es un derecho de la ciudadanía solicitar el registro a 

una candidatura sin partido a la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de 

México, diputaciones al Congreso Local, Alcaldesa o Alcalde y 

Concejales ante la autoridad electoral corresponde a los ciudadanos 
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que cumplan con los requisitos, condiciones y términos que establezca 

la Constitución Federal, los Tratados Internacionales de Derechos 

Humanos, la Constitución Local, el Código y la demás normatividad 

aplicable. 

6. Que de acuerdo con los artículos 50, párrafo tercero de la Constitución 

Local; 2, párrafo tercero; 34, fracción 11 y 36, párrafo segundo del 

Código, para el debido cumplimiento de sus atribuciones, el Instituto 

Electoral rige su actuación en los principios de certeza, independencia, 

legalidad, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, transparencia, 

inclusión y rendición de cuentas. Asimismo, vela por la estricta 

observancia y el cumplimiento de las disposiciones electorales. 

7. Que en términos de los artículos 32, párrafo primero y 33 del Código, el 

Instituto Electoral tiene su domicilio en la Ciudad de México y se rige 

para su organización, funcionamiento y control por las disposiciones 

contenidas en la Constitución Federal, las leyes generales de la 

materia, la Constitución Local, la Ley Procesal y el Código. Asimismo, 

sin vulnerar su autonomía, les son aplicables las disposiciones relativas 

de la Ley de Presupuesto. 

8. Que acorde con lo previsto en el artículo 36, párrafo tercero, fracciones 

1, 11, 111, IV Y X del Código, los fines y acciones del Instituto Electoral se 

orientan, entre otros aspectos, a contribuir al desarrollo de la vida 

democrática, fortalecer el régimen de las asociaciones políticas, 

asegurar a las ciudadanas y ciudadanos el ejercicio de los derechos 

político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones, 

garantizar la celebración periódica, auténtica y pacífica de las 

elecciones de los integrantes del Congreso local, de la Jefatura de 

Gobierno y de las Alcaldías, así como a impulsar la democracia digital 

abierta, basada en tecnologías de información y comunicación. 
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9. Que conforme a lo previsto por los artículos 50, numeral 2 de la 

Constitución Local; 37, fracción I y 41, párrafos primero, segundo y 

tercero del Código; el Instituto Electoral cuenta con un Consejo General 

que es su órgano superior de dirección, el cual se integra por una 

persona Consejera que preside y seis personas Consejeras Electorales 

con derecho a voz y voto; el Secretario Ejecutivo y representantes de 

los partidos políticos con registro nacional o local, quienes concurrirán a 

las sesiones sólo con derecho a voz. Adicionalmente, en las sesiones 

que celebre el Consejo General del Instituto Electoral, participarán como 

invitados permanentes, sólo con derecho a voz, un diputado de cada 

Grupo Parlamentario del Congreso de la Ciudad de México. 

10. Que el artículo 47, párrafos primero, segundo y tercero del Código 

dispone que el Consejo General funciona de manera permanente y en 

forma colegiada, mediante la celebración de sesiones públicas de 

carácter ordinario o extraordinario, urgente o solemne convocadas por 

el Consejero Presidente, mediante las que asumirá sus 

determinaciones por mayoría de votos, salvo los asuntos que 

expresamente requieran votación por mayoría calificada, y éstas 

revisten la forma de Acuerdo o Resolución, según sea el caso. 

11. Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 50 fracciones 1, XIV Y 

LII del Código, el Consejo General del Instituto Electoral tiene entre sus 

atribuciones las de implementar las acciones conducentes para que 

pueda ejercer las atribuciones conferidas en la Constitución Federal, en 

la Constitución Local, en las Leyes Generales y en el Código; aprobar o 

rechazar los dictámenes, proyectos de acuerdo o de resolución que le 

propongan las Comisiones y las demás señaladas en ese 

ordenamiento. 
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12. Que conforme a los artículos 52 y 59, fracción V del Código, el Consejo 

General cuenta con el auxilio de Comisiones Permanentes para el 

desempeño de sus atribuciones y supervisión del adecuado desarrollo 

de las actividades de los órganos ejecutivos y técnicos del Instituto 

Electoral, entre las que se encuentra la Comisión Permanente de 

Fiscalización. 

13. Que el artículo 53, párrafos primero y segundo del Código define a las 

Comisiones como instancias colegiadas con facultades de deliberación, 

opinión y propuesta, las cuales se integran por una Consejera o 

Consejero Presidente y dos Consejeras o Consejeros Electorales, todos 

ellos con derecho a voz y voto. Adicionalmente, serán integrantes con 

derecho a voz los representantes de los partidos políticos y candidatos 

sin partido, a partir de su registro y exclusivamente durante el proceso 

electoral, con excepción de las Comisiones de Asociaciones Políticas y 

Fiscalización, y no conformarán quórum. La presidencia de cada una de 

las Comisiones se determinará por acuerdo del Consejo General. 

Además, contarán con un Secretario Técnico sólo con derecho a voz, 

designado por sus integrantes a propuesta de su Presidente y tendrán 

el apoyo y colaboración de los órganos ejecutivos y técnicos del 

Instituto Electoral. 

14. Que el artículo 109, fracción VII del Código señala que la Comisión de 

Fiscalización debe supervisar los resultados del proceso de liquidación 

de los bienes de las asociaciones civiles constituidas por los aspirantes 

y candidatos independientes y aprobar el dictamen del cierre de 

liquidación que le presente la Unidad Técnica Especializada de 

Fiscalización. 

15. Que en términos de los artículo 98, fracción 11 del Código y 29, 

fracciones 11, V Y XII del Reglamento Interior del Instituto Electoral, este 

organismo cuenta con la Unidad Técnica de Servicios Informáticos, a 
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quien le corresponde atender los servicios en materia de informática, 

cómputo y telecomunicación que se requieran para las actividades 

ordinarias y procesos electorales y procedimientos de participación 

ciudadana, coadyuvar con las áreas del Instituto Electoral, para 

implementar sistemas informáticos, así como desarrollar sistemas 

informáticos en materia electoral y administrativa, como una 

herramienta que apoye el cumplimiento de los fines de este Instituto. 

16. Que de acuerdo con el artículo 311, párrafo 5 del Código, con la 

manifestación de intención, la o el candidato sin partido deberá 

presentar la documentación que acredite la creación de la persona 

moral constituida en asociación civil, la cual deberá tener el mismo 

tratamiento que un partido político en el régimen fiscal para lo cual se 

establecerá el modelo único de estatutos de la asociación civil. De la 

misma manera deberá acreditar su alta ante el Sistema de 

Administración Tributaria y anexar los datos de la cuenta bancaria 

abierta a nombre de la persona moral para recibir el financiamiento 

público y privado correspondiente. 

17. Que de conformidad con los artículos 7, fracción 111 y 11, fracción XVII 

Ley procesal, quien aspire a las candidaturas sin partido, así como los 

candidatos independientes a cargos de elección popular, son sujetos de 

responsabilidad por el incumplimiento de cualquiera de las 

disposiciones contenidas en el Código y demás disposiciones 

aplicables. 

En consecuencia, este Consejo General considera que la sanción que 

amerite la falta cometida dentro del proceso de fiscalización y 

liquidación de las asociaciones civiles se impondrá al aspirante a una 

candidatura sin partido, ya que, resulta directamente beneficiado con la 

creación de la asociación civil para obtener apoyo ciudadano, no así el 
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resto de los asociados quienes, en su caso, fungen como un apoyo 

requerido para cumplir los requisitos de ley que debe atender el 

interesado, máxime que, en el caso que nos ocupa, no existe un 

responsable de la liquidación registrado ante la Unidad Técnica 

Especializada de Fiscalización, toda vez, que omitieron dar respuesta a 

los requerimientos realizados, incluso, al que solicitaba se nombrara a 

dicha persona. 

18. Que de acuerdo con el artículo 19, fracción IV de la Ley Procesal las 

infracciones cometidas por las personas aspirantes y las personas 

candidatas sin partido podrán ser sancionadas con a) Amonestación, b) 

Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización, c) 

Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 

candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 

registrado, con la cancelación de la candidatura, d) En caso de la que la 

o el aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización 

del Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, no se 

podrá registrar en las dos elecciones subsecuentes, 

independientemente de las responsabilidades que, en su caso, le 

resulten en términos de la legislación aplicable, y e) En caso de que 

quien ostente la candidatura sin partido omita informar y comprobar a la 

autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no los reembolse, 

no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 

subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 

caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

19. Que en el considerando 13 del Acuerdo de este Consejo General por el 

cual se aprueban los Lineamientos para el registro de candidaturas sin 

partido para el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, 

identificado con la clave IECM/ACU-CG-042/2017, se precisó que las y 

los solicitantes de registro como aspirantes a candidatura sin partido 
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"podrán firmar la aceptación de recibir notificaciones a través de medios 

electrónicos durante el proceso de registro de candidaturas sin partido, 

en los términos que apruebe el Consejo General". 

20. Que el artículo primero del Reglamento determina que tiene por objeto 

establecer las reglas relativas al procedimiento de fiscalización, 

disolución y liquidación del patrimonio de las Asociaciones Civiles 

constituidas para la rendición de cuentas de las y los aspirantes, así 

como de las candidatas y candidatos independientes a cargos de 

elección popular en la Ciudad de México. 

21. Que de acuerdo con el artículo 54, fracción V del Reglamento, el 

Consejo General, a través del consejero presidente, les hará saber a las 

o los aspirantes que no podrán registrarse como candidatas o 

candidatos por no haber obtenido las firmas necesarias para alcanzar el 

porcentaje fijado para cada candidatura. 

22. Que setenta y seis asociaciones civiles constituidas por aspirantes a 

cargos de elección popular no obtuvieron el número mínimo 

indispensable de firmas de apoyo ciudadano y, por ende, resultaron 

improcedentes sus registros a una candidatura independiente en la 

Ciudad de México, derivado de lo cual, de conformidad con el artículo 

55 del Reglamento, se iniciaron los procesos de liquidación de su 

patrimonio, sin embargo, la totalidad se divide en tres rubros, a saber: 

a) Cuarenta y siete asociaciones que fueron completamente omisas 

en entregar los Estados de Posición Financiera y de Resultados, 

así como la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, con cifras al día en que les fue notificada la 

resolución de negativa de registro a la candidatura, 
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b) Veintiséis asociaciones, que aún se encuentran dentro del proceso 

de disolución y liquidación, con diligencias por atender, por lo que 

en el momento procesal oportuno se resolverá lo que 

corresponda. 

c) Tres asociaciones, "Sustentabilidad para el Crecimiento, A. C.", 

"Ciudadanos por el cambio de Coyoacán A.C." y "Movimiento 

Intelectual Independiente, A.C.", que mediante Acuerdos 

IECM/ACU-CG-011/2019, IECM/ACU-CG-XXX/2019 e IECM/ACU­

CG-XXX/2019, se aprobaron los Dictámenes de Cierre de la 

Liquidación de su Patrimonio. 

TOTAL 

76 

ASOCIACIONES CIVILES 
ASPIRANTES 

OMISAS EN PROCESO 

47 26 

I 

~--I CULMINADAS 

23. Que las cuarenta y siete asociaciones de los aspirantes a candidaturas 

sin partido que se analizan en la presente resolución corresponden a 

las identificadas en el inciso a) del considerando anterior, mismas que 

no obtuvieron el número mínimo indispensable de firmas de apoyo 

ciudadano y, por ende, resultaron improcedentes sus registros a una 

candidatura independiente en la Ciudad de México, derivado de lo cual, 

de conformidad con el artículo 55 del Reglamento, se iniciaron los 

procesos de liquidación del patrimonio de sus asociaciones civiles. Para 

mayor claridad a continuación se presenta el nombre de los aspirantes 

y su respectiva asociación civil: 

JEFATURA DE GOBIERNO 

ASPIRANTE ASOCIACiÓN CIVIL 

IX~~i;~-G~~-~ález Zi~ió~--mm_--_m_m--'-IContra La -Corr~Pc¡Ó~ Los"lndepend¡~ntes, AE.-
1J.l'Tr~n~S·~I~r¡;i~~~~·-- .............. _---- --- IFu~daci"Ó~-Fredo Solar, A.C. . ____ m_ 

I 
~ r·---·-_··············-_···················_··_······· .............. _--_ .. -._-.................... __ ................ _ ..... _. __ ........... _....... . ....... _m •••• __ ••••••••• 

Hugo Rodríguez Barroso ¡Organización Hugo R. Barroso, A. C. 
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I 2 

1 3 

DIPUTACIONES AL CONGRESO LOCAL 

ASPIRANTE ASOCIACiÓN CIVIL 

\Héctor Alexis Gómez Flores O, AC. 

IEdgar Mauricio Pacheco Chávez lB & GTNN, AC. 
r------~r-o-s-u-é-T-Ia-'Io-c-V-illa-n-u-e-v-a-L-o-ba-t-o--ITláloc de mi Corazón, AC. 

4 IPaola Ruiz Servín ISULCH&E, AC. 
'--5--'¡C-a-rl-o-s-E-n-riq-u-e-T-r-e-jO-A'7" v-il-a----IPensar En Ti Me Hace Feliz, AC. 

r----5--IYael Norim Camacho Vargas ISLVTTo, AC. 

6 maellrving Lara Hidalgo "jC-o-n-ci-e-nc-ia--A-p-a-rti-d-is-ta-,-A-.C-.----~ 

6 
Ic:--" ... -""--..... ~ .. ,--"".~"--" ... " .. , .. "'"." ... ¡"" 111 ,.. 

¡Francisco Daniel Herrera Aguilar HITAWN, AC. 
,--8--IM~ri~-Cr¡~fuaDí~~~ález -- 'IS-L-C-H--W-IP-R-,-A-.-C-. -------~ 

9 Silvia González Figueroa "'~--~IPor una Nueva Era en la Cuauhtémoc, 
V\.C. 

10 ¡Jesús Germán Morales Gómez!VR&DLG, AC. 
11 o Yael Hernández Hinojosa 'IS-&-LV-A-T-, A-.-C-. ---------

13 omas Xavier González de Nennie IKFS& TA, A C. 

~ 
r-M-:-o-v-im-ie-n'~t-o-A-ta-ra-x-ia-S-ig-Io-XX-I-T-e-m-p-Io-s-y-I 

13 Fausto Carbajal Glass Cenizas por la Humanidad Libertad y 
Justicia, AC. 

I 15 ia Colín González ICONSTILONSTI, AC. 

an Josafat Herrerías Romero IG~ra~tia"'Ci~da-d"ana,A~:----

16 Julián Manuel Beltrán Santiago ¡¡¡UminemosTlaTpan Tiü"'minemosMéxico,-'" 
~.C. 

16 IA~ge¡-N~é Me~"d¡;~~"'A~ate-" or un Tlalpan Independiente, AC. 

17rMig~~I¡~án C~~~"ha Cartag~"~"a"-""IB28E17, AC. 

IG¡¡b~rt~Gar~¡aF~~i"a--"---- ... [México c'o-n-J-d-e-J-ó-ve-n-es, AC. -"---

,"----... -'- rD~Ifi~~Orti~Vá~-q~~~-"'----- ......... [B281-E 17, A. C."-~"'-

Jaime Reyes Ramírez lJeiTñ1e1ndependiente por Álvaro Obregón 
12, AC. 

r---1-8--rM~riaG~~~;;;-La~hi~0 Sa~~a~-"''''IMaría Lachino, AC. 

20 Xavier Noval Enterría"~--'--'-I'B-G-T-N-,-A-.C-. ---------~ 

22 rJavier "Alf~~so-Flores ---""""-_._--~"" IASOCASIPA, A C. 

23 [H~g"~"~;I;i~;d;¡a"M~-"""'"'-""rIR-T-N-J-, A-.C-.----------

24 driana Bello Méndez Ip & NOS, A C. 
I 25 rN"~~~Gabrfulas~-~"d~~aIOro~¿~-" 'IF-F-I--FR-, A·-.-C-. -----.----

1"--26---"" rto Aarón Peña Padilla...... [Fundam-~nt()39~C":--"'~'-'--""'"--'--' 
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DIPUTACIONES AL CONGRESO LOCAL 

ASPIRANTE ASOCIACiÓN CIVIL I.U;1I9"·' 
26 r-lO-Ii-ve-r-io-O-ro-Z'C-O-T-o~va'--r-----la Calle al Congreso, A.C. 

'---2-g--ILaura Aureoles Nájera IMi Mente la Visión, A.C. 

30 IÓscar Arturo Picazo Reyna IÓscar Picazo, A. C. 
'---3-1--IMartha Gabriela Aguilar Armenta r-'IL-a-H-o-ra-d-e-Io-s-In-d-e-pe-n-d-ie-n-t-es-,-A-.-C-.--

¡MarCo Antonio Lenin Ramírez Construyendo el Camino Hacia un Nuevo 
Futuro, A.C. 

----------------- rLGRFF-:-A~C.~---·--·-~·-~------

ALCALDIAS 

DEMARCACiÓN ASPIRANTE ASOCIACiÓN CIVIL 

enito Juárez rto Israel Álvarez Suárez oy Independiente de Benito 
uárez por la Alcaldía, A.C. 

I~-u-au-h-té-m~c ---------- id:lejandro--Márq-~-ez-'----~c & DL, A.C. 

ilztacalco C-IC-y-nt-h-ia-M-a-ría-C-a-b-al-Ie-ro-B-a-rr-ó-n -ILFANTA, A. C . 
.---------------1 

t i 11Juliana Jiménez Valero óvenes Milenios en Pro de 
zapa apa I n Frente Común, A.C. 

IM-ig~eIHidaigo-------- ····¡Demetrio Javier Sodi de la Tijera IKMC-=OLIT,·A:-C:·----·--
! 

lalpan ¡Jorge Rodríguez Esquivel 
I 

orge Rodríguez Esquivel, 
.C. 

fTlalpan--------·IGilberto Alfonso Flores Álavez 'iTJN-C-&TOS-, A.C:--
[Ven~stianoCarran~a---~---1 M ig uel Soria López ·IT=J~-~-A.C~-~--~--"---"-~· --~ .... -~_ ... -... ~ 
lXochi'~ilco-- ........................ _- I Rogelio G-~·~~a~~--V-e-na-n-c-io--- fD¡Lops,~A. c:---

24. Que el artículo 55, fracción 1, incisos a) y b) del Reglamento, establece 

que dentro de los 3 días hábiles siguientes a que les sea notificada la 

resolución de negativa de registro o presenten escrito de desistimiento 

ante el Instituto Electoral, las y los asociados deberán acordar la 

disolución de la misma y designar a una o un liquidador, informando el 

nombre del mismo a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización 

al día siguiente de su designación, así como número telefónico, correo 

electrónico y domicilio para oír y recibir toda clase de notificaciones. 
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25. Que dicho artículo del Reglamento, en sus incisos c) y d), refiere que el 

Representante, deberá otorgar los más amplios poderes al liquidador, 

para actos de dominio y representación de la asociación civil, así como 

el registro de firmas de la cuenta bancaria, como único facultado para 

suscribir en la misma; y por otro lado, deberá presentar a la Unidad de 

Fiscalización, dentro de los diez días hábiles siguientes, los Estados de 

Posición Financiera y de Resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento. 

26. Que de conformidad con la fracción 11 del artículo 55 del Reglamento, 

una vez que la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización cuente 

con la información financiera de la asociación civil y ésta sea validada, 

elaborará un informe de resultados de la revisión efectuada y le será 

notificado al liquidador. 

27. Que en atención a la fracción IV del artículo 55 del Reglamento, el 

liquidador procederá a dar la baja del Registro Federal de 

Contribuyentes ante las autoridades hacendarias, cancelar la cuenta 

bancaria y rendir un informe detallado de todo lo actuado ante la UTEF. 

28. Que la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización solicitó a las 

asociaciones civiles sujetas al proceso de fiscalización, disolución y 

liquidación, informaran respecto a la designación de sus liquidadores, 

así como que presentaran la documentación e información requerida 

por el artículo 55, fracción I del Reglamento, previamente descrito, por 

medio de los oficios que se señalan en el cuadro: 

16 
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JEFATURA DE GOBIERNO I 
ASOCIACiÓN CIVIL OFICIO FECHA 

Contra La Corrupción Los Independientes, 
AC. 

l' --1 
IECM/UTEF/094/2018 I 15-marzo-2018 i 

IECM/UTEF/093/2018 I 15-marzo-2018 I 

IECM/UTEF/088/2018 I 15-marzo-2018 I 
Fundación Fredo Solar, AC. 

Organización Hugo R. Barroso, AC. 
" .... _.~ ................ ~............ . ............... _ ... _._ ............ _ ........................ _~_ ........... __ .......... _ .............. _....... . .......................... __ i 

DIPUTACIONES AL CONGRESO LOCAL 

ASOCIACiÓN CIVIL OFICIO 

DN & TO, AC. IECM/UTEF/147/2018 

B & GTNN, AC. IECM/UTEF/139/2018 

Tláloc de mi Corazón, AC. IECM/UTEF/148/2018 

SULCH&E, AC. IECM/UTEF/140/2018 

Pensar En Ti Me Hace Feliz, AC. IIECM/UTEF/142/2018 
r-~·-------~·_----~-~·-~~·-~----------···--·-·-··-·--

SLVTTO, AC. I IECM/UTEF/149/2018 
,.--··········_-······-C·····o·····n ···c-ie····n···~c···i-a·····A····p···a·-rt-id·i·-s-ta-, -A--. C"'· ... - .. ----.~ 11 E CM/UTEF /146/2018 

SULCHITAWN, AC. I IECM/UTEF/145/2018 
r-·······-··········--····---S-L···C-·-H····_···W···_·,-P"-R-," A········.·C·····-. -··············---··········-·1 'E CM/U TE F /154/2018 
,.........-_ .. -_._ .......... _-_. __ .. _-----------_._---.--. 

Por una Nueva Era en la Cuauhtémoc, AC. IECM/UTEF/155/2018 

VR&DLG, AC. ECM/UTEF/156/2018 

FECHA 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

126-marzo-2018 

26-marzo-2018 

I 26-marzo-2018 

I 26-marzo-2018 

\26-marzo-2018 , 

I 26-marzo-2018 I 
I
---··-· .. ·--·· .. ·¡ 
26-marzo-2018 : 

! 

S & LVAT, AC. IECM/UTEF/158/2018 I 26-marzo-2018 I 
KFS&TA, AC. IECM/UTEF/164/2018 r-26-ma;;o--:'201S--¡ 

~-----------------------------'r""'--' -.. -.-................. -.-----,---------- ......... ----I 
Movimiento Ataraxia Siglo XXI Templos y 

Cenizas por la Humanidad Libertad y Justicia, 
AC. 

IECM/UTEF/159/2018 

CONSTILONSTI, AC. I IECM/UTEF/161/2018 

Garantía Ciudadana, AC. I IECM/UTEF/170/2018 

Iluminemos Tlalpan Iluminemos México, A.C. I IECM/UTEF/180/2018 

r····~~~Tí8lpa~l~d~pendient~·_:A:·C~···-flECM/UTEF/181/2018 

B28E17, AC. IECM/UTEF/175/2018 
,·························-····M·········é·······x······i-c·o-·c······o·······n···· J d~·JÓ;~-~~,~··_--·--·1 I ECM/UTEF /173/2018 

B281-E17, AC. I IECM/UTEF/182/2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 I 
26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

IJairrleí'-ndependielñtepor Álvaro Obregón~ I I ECM/UTEF/177 /2018 26-marzo-2018 
I AC. 

I María Lachino, AC. --, IECM/UTEF/178/2018 r 26-marzo-2018 . 
~~ .... --....... _ ................ ~.~~ .. ~ .. __ .... _ .. _--._-~ ....... ~" ... ~-~ ....... ~-~ .. --.. "-~-- ... __ ._ ......... _ .. ~ ... ~~ .......... _-_ ..... __ .... _-_ ... ~ .. ---~ .. _ ........ __ ...... ~ ... _~~_ .. _~~ .. ~-.........} 
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DIPUTACIONES AL CONGRESO LOCAL 

ASOCIACiÓN CIVIL OFICIO FECHA 

BGTN, AC. I ECM/UTEF/165/2018 
, .. _ ...............•.•.. ~~ ................... ~_ ......... _ .... ~ ...................................... _ .... _ •....•...•.. -_ .....................••....•..........••... -. ,--_._---------_.- ,............_---_ •. _ ... __ . 

ASOCASIPA, AC. I ECM/UTEF/187/20 18 -marzo-2018 

RTNJ, AC. IECM/UTEF/197/2018 126=~a;;C;::-2ÓÚ3 

P & NOS, AC. 

FFI-FR, AC. 

Fundamento 39, AC. 

I ECM/UTEF/189/2018 

I ECM/UTEF/198/2018 

I ECM/UTEF/190/2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

1-26=~a;;C;=2Ó18' 

La Calle al Congreso, AC. 

Mi Mente la Visión, AC. 

Óscar Picazo, AC. 

La Hora de los Independientes, AC. 

···ii=CM·/UTEF/191·'-201S·i26=ma;;C;=iÓ18 

IECM/UTEF/193/2018 126=ma;;;;=2Ó1S' 

IECM/UTEF/194/2018 I 26-marzo-2018 

IECM/UTEF/195/2018 I 26-marzo-2018 

Construyendo el Camino Hacia un Nuevo 
Futuro, AC. 

IECM/UTEF/196/2018 ¡ 26-marzo-2018 

LGRFF, AC. IIE-C-Mí-UTE'FT1-99/20~18-12-6=marz'o--2'O'18~' 
--------------------------

ALCALDíAS 

ASOCIACIÓN CIVil OFICIO 

Soy Independiente de Benito Juárez por la IECM/UTEF/135/2018 
Alcaldía, AC. 

AC & OL, AC. /UTEF/169/2018 

LFANTA, AC. IECM/UTEF/137/2018 

IJóvenes"MÚeñiosen-Pro de'ü-ñ~'Frenie-Común, 
I 1t=(;I\II/UTt::t--I166/2018 AC. 

KRAC-OLlT, AC. IECM/UTEF/168/2018 

Jorge Rodríguez Esquivel, AC. IECM/UTEF/186/2018 

TJNC & TOS, AC. IIECM/UTEF/185/2018 
,---··-----T---J--N-, A-.-C-. --'---'-'1 IECM/UTEF/183/2018 

OILOPS, AC. I IECM/UTEF/184/2018 

FECHA 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

26-marzo-2018 

-marzo-2018 

26-marzo-2018 

29. Que el diecinueve de abril de dos mil dieciocho, mediante oficio de 

número IECM/UTEF/232/2018, la Unidad Técnica Especializada de 

Fiscalización solicitó a la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto 

Nacional Electoral, diversa información y documentación, con el 
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propósito de contar con evidencia de las operaciones que realizaron las 

asociaciones civiles, requerimiento que fue atendido el tres de mayo de 

dos mil dieciocho mediante el diverso INE/UTF/DA/26724/2018. 

30. Que el diez de mayo de dos mil dieciocho, mediante oficio de número 

IECM/CF/57/2018, la Comisión de Fiscalización, a petición de la Unidad 

Técnica Especializada de Fiscalización solicitó al Instituto Nacional 

Electoral el apoyo para que a través de su Unidad Técnica de 

Fiscalización se superara el secreto bancario respecto de los contratos 

y estados de cuenta bancarios de las asociaciones civiles sujetas al 

proceso de disolución y liquidación. 

31. Que la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización, solicitó a las 

asociaciones civiles, en alcance a los oficios notificados previamente, 

diversa información y documentación contable y comprobatoria, 

necesaria para establecer la posición financiera de las mismas, por 

medio de los oficios que se señalan en el cuadro: 

JEFATURA DE GOBIERNO 

ASOCIACIÓN CIVIL FECHA 

I Contra La corruPcii~c~os Independientes, IIECM/UTEF/;-~~~;~018 

r-------F~~d~~¡Ó~-;:-~d~S~¡;, AC. I IECM/UTEF/283/2018 I 28-mayo-2018 

I Organización H~g~ R. Barroso, A".C.~~ I IECM/UTEF/267/2018 28-mayo-2018 

DIPUTACIONES AL CONGRESO LOCAL 

ASOCIACiÓN CIVIL 

DN & TO, AC. 

B & GTNN, AC. 

Tláloc de mi Corazón, AC. 

SULCH&E, AC. 

Pensar En Ti Me Hace Feliz, AC. 

FECHA 

IECM/UTEF/273/2018 I 28-mayo-2018 

IECM/UTEF/274/2018 I 28-mayo-2018 

IECM/UTEF/275/2018 I 28-mayo-2018 

lE CM/U TE F /276/2018 I 28-m ayo-2018 

I ECM/UTEF /277/2018 
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DIPUTACIONES AL CONGRESO LOCAL 

ASOCIACiÓN CIVIL OFICIO FECHA 
·········SLVTT ... O:A~. C-................. ~ ................................ __ . ~I~E C-M~-/U-T-E··-F-/'-2-79-/2--0-1-8--- r-;;Q--:::'::;a~y:o;::--;;-¡20;:;1iQ8-

Conciencia Apartidista, AC. IECM/UTEF/281/2018 

SULCHITAWN, AC. IECM/UTEF/280/2018 

SLCH-WIPR, AC. IECM/UTEF/290/2018 

I Por una Nueva Era en la Cuauhtémoc, AC. IECM/UTEF/291/2018 

I VR&OLG, AC. IECM/UTEF/292/2018 

S & LVAT, AC. 

KFS&TA, AC. 

Movimiento Ataraxia Siglo XXI Templos y 
Cenizas por la Humanidad Libertad y 

Justicia, AC. 

I ECM/UTEF /294/2018 

I ECM/UTEF/299/2018 

IECM/UTEF/295/2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-20 18 

,......-._ ................................. _ ................... _ .. _-_ ............. __ ............. --
CONSTILONSTI, AC. 

Garantía Ciudadana, AC. 

~~·i~~~S -Tlalpan lIumi~~m~~'México, A·.C .... 

IECM/UTEF/297/2018 !28-mayo-2018 

IECM/UTEF/308/2018 I 28-mayo-2018 

Por un TI~Ip;~I~~~d¡~-;:;t;,-~ ........ _·1 

B28E17, AC. 

México con J de Jóvenes, AC. 

B281-E17, AC. 

Jaime Independiente por Álvaro Obregón 2, 
AC. 

María Lachino, AC. 

BGTN, AC. 

ASOCASIPA, AC. 

IECM/UTEF/318/2018 

IECM/UTEF/319/2018 

I ECM/UTEF/313/2018 

IECM/UTEF/311/2018 

I ECM/UTEF /320/2018 

IECM/UTEF/315/2018 

-mayo-2018 

28-mayo-2018 

-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-20 18 

IECM/UTEF/316/2018 28-mayo-2018 

IECM/UTEF/300/2018 128-mayo-2018 

I ECM/UTEF/327/2018-í28::-ma''yo-201S' 

RTNJ, AC. IECM/UTEF/334/2018 28-mayo-2018 

128-mayo-2018-P & NOS, AC. IIECM/ÜTEF/329/2018 , ................ _--..... _ ... --................................. _ ...... _..._ ................................................... _ .......... . 

FFI-FR, AC. IECM/UTEF/335/2018 

Fundamento 39, AC. IECM/UTEF/346/2018 

La Calle al Congreso, AC. IECM/UTEF/330/2018 

Mi Mente la Visión, AC. IECM/UTEF/331/2018 
~--

28-mayo-2018 

05-junio-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

Óscar Picazo, AC. I ECM/UTEF/345/2018 05-junio-2018 

La Hora de los Independientes, AC. 

I v'v' ,,,truyendo el Camino Hacia un Nuevo 
Futuro, AC. 

IECM/UTEF/332/2018 128=~ayo=-2018'" 

I ECM/UTEF/333/2018 28-mayo-2018 
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• • • • . . ' 
ASOCIACiÓN CIVIL OFICIO 

LGRFF, AC. 

ALCALDíAS 

ASOCIACiÓN CIVIL OFICIO 

I Soy Independiente de Benito"Ju¿rez poria"-- I ECM/UTEF/270/2018 
Alcaldía, AC. 

AC & DL, AC. I IECM/UTEF/307/2018 
~~---L-F-A-N-T-A-, A-.-C-. -~--- ¡TECM/UTEF/271/2018 

I Jóvenes Milenios en Pro de un Frente IECM/UTEF/304/2018 
Común, AC. 

KRAC-OLlT, AC. IECM/UTEF/306/2018 

Jorge Rodríguez Esquivel, AC. IECM/UTEF/326/2018 

TJNC & TOS, AC. IECM/UTEF/325/2018 

T-J-N, AC. IECM/UTEF/323/2018 

DILOPS, AC. IECM/UTEF/324/2018 

FECHA 

FECHA 

8-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

28-mayo-2018 

-mayo-2018 

32. Que los plazos de vencimiento para dar contestación a los oficios han 

fenecido, sin que las asociaciones civiles que en esta resolución se 

analizan dieran contestación satisfactoria a alguno de los 

requerimientos notificados, lo que en ese sentido obstaculizó la 

fiscalización de los recursos remanentes de las mismas e imposibilitó 

establecer su posición financiera. 

33. Que el 26 de agosto de 2015, la Unidad Técnica Especializada de 

Fiscalización realizó una consulta a la Unidad de Fiscalización del 

Instituto Nacional Electoral, en la que específicamente se cuestionó que 

ante la falta de normativa en el entonces Distrito Federal, respecto de la 

constitución, regulación y extinción de las asociaciones civiles 

constituidas por los candidatos independientes y ante la emisión del 

acuerdo de la Comisión de Fiscalización del Instituto nacional, de 25 de 

junio del mismo año, si se debía entender el establecimiento de la 
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competencia de este órgano electoral a efecto de llevar a cabo la 

liquidación de las citadas asociaciones civiles, a lo que la autoridad 

fiscalizadora nacional respondió: 

... la competencia para llevar a cabo la liquidación de las asociaciones 
civiles conformadas para el manejo de los recursos de los otrora 
candidatos y candidatas independientes, así como para la fiscalización 
de dichos recursos, le corresponde al Instituto Electoral del Distrito 
Federal. 

[Énfasis añadido] 

Derivado de lo anterior, el 15 de diciembre de 2015, mediante Acuerdo 

ACU-620-15, el Consejo General de este Instituto Electoral aprobó los 

Lineamientos para la Fiscalización, Disolución y Liquidación de las 

Asociaciones Civiles constituidas para las Candidaturas Independientes 

registradas en el entonces Distrito Federal, mismo que se abrogó con la 

aprobación del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, mediante acuerdo 

IECM/ACU-CG-029/2017. 

Expuesto lo anterior y de conformidad con el artículo 109, fracción VII 

del nuestro código electoral local, podemos arribar a la conclusión de 

que la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización es la encargada 

de llevar a cabo el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de 

las asociaciones civiles constituidas por aquéllas personas que aspiran 

a un cargo de elección popular sin el respaldo de un partido político, 

bajo la supervisión de la Comisión de Fiscalización. 

En consecuencia, la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización es 

la encargada de fiscalizar a las asociaciones civiles, tanto al periodo 

comprendido para recabar el apoyo ciudadano como el periodo 

subsecuente, esto es, la fiscalización que se lleva a cabo, parte de las 
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cifras dictaminadas por el Instituto Nacional Electoral, sin embargo, 

como hasta ese momento no se ha extinto su personalidad conlleva que 

existan operaciones posteriores a dicha resolución, por tanto, resulta 

necesario que las asociaciones remitan a la Unidad Técnica 

Especializada de Fiscalización los estados de posición financiera y de 

resultados, así como la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados con cifras al día en que le sea notificada la resolución de 

negativa de registro como candidato, o bien, sobre la aceptación de su 

escrito de desistimiento, lo anterior con la finalidad de estar en 

posibilidad de establecer su posición financiera y que esto permita dar 

un destino cierto a los remanentes que, en su caso, existieran y 

finiquitar la vida jurídica de las personas morales, lo anterior de 

conformidad con el artículo 55, fracción 1, inciso d) del Reglamento. 

Asimismo, con fundamento en el artículo 55, fracción 11, numeral 1 del 

Reglamento, la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización una vez 

que cuente con la información financiera de la Asociación Civil, tendrá 

un plazo de hasta quince días para validar dicha información, para lo 

cual la o el Responsable deberá remitir toda la información y 

documentación que le sea requerida por esta autoridad electoral, en el 

caso concreto, se solicitaron los informes de obtención de apoyo 

ciudadano que se hubiesen entregado al Instituto Nacional Electoral, sin 

embargo, también omitieron dar respuesta. A lo anterior, vale la pena 

aclarar que, si bien se requirió información y documentación a la 

autoridad fiscalizadora nacional, misma que en algunos casos fue 

remitida, la omisión de los aspirantes a una candidatura sin partido 

imposibilitó la verificación de su estado financiero. 

En razón de lo anterior, la Unidad Técnica Especializada de 

Fiscalización, procedió a elaborar un Informe Consolidado, resultado del 

proceso de fiscalización, disolución y liquidación de cuarenta y siete 
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asociaciones civiles constituidas para el apoyo de las personas 

aspirantes a una candidatura sin partido en el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2017-2018, respecto a las cuales no fue posible establecer su 

posición financiera y, consecuentemente, tampoco llevar a cabo su 

disolución y liquidación. 

34. Por lo que, al concluir que las cuarenta y siete asociaciones que ocupan 

la presente resolución omitieron presentar documentación alguna que 

pudiera permitir a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización 

fiscalizar y dictaminar respecto a su posición financiera, resulta 

necesario individualizar la sanción correspondiente ante tal infracción. 

Resulta importante destacar que una sanción pecuniaria, no resulta 

factible, en razón de que no se cuenta con la capacidad económica de 

los sujetos infractores y, en ese sentido, aun y cuando se consulte el 

informe de capacidad económica que los aspirantes a una candidatura 

sin partido presentaron ante la autoridad nacional, no debe perderse de 

vista, que tal información no refleja la posibilidad económica actual de 

los sujetos, en razón de que fue presentada en dos mil diecisiete. 

Expuesto lo anterior, se procede a analizar cada una de las 

asociaciones civiles por apartados específicos, a fin de determinar lo 

conducente, en los términos siguientes: 

34.1 CONTRA LA CORRUPCiÓN LOS INDEPENDIENTES, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil 

CONTRA LA CORRUPCiÓN LOS INDEPENDIENTES, A.C., 

constituida para la rendición de cuentas y fiscalización de los actos 

tendentes a la obtención de apoyo ciudadano del C. Xavier González 
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Zirión, aspirante a candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno de 

la Ciudad de México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-

2018, es de carácter sustancial, como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y 
Liquidación de la Asociación Civil denominada "Contra La Corrupción Los 
Independientes, A.C.", constituida para el apoyo del aspirante a candidato 
sin partido a Jefe de Gobierno en la Ciudad de México, C. Xavier González 
Zirión, se determinaron las situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados 
de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 
comprobación y auxiliares contables, todo ello acompañado de la 
documentación comprobatoria respectiva, no obstante que mediante los 
oficios IECM/UTEF/094/2018 e IECM/UTEF/303/2018 de fechas 15 de 
marzo y 28 de mayo ambos de 2018, respectivamente, por ser necesaria 
para llevar a cabo el procedimiento de fiscalización y liquidación, le fue 
requerida la documentación que se enlista a continuación: 

1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la 
autoridad electoral nacional a través del Sistema Integral de 
Fiscalización. 

2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la 
autoridad electoral nacional, así como los oficios de respuesta 
respectivos. 

3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), 
las balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas 
las cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema 
Integral de Fiscalización (SIF). 

4. Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria 
respectiva y elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así 
como, las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo 
comprendido de diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, 
registro de firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones 
realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, 
conceptos, montos, documentos con el cual se avale el préstamo, 
fechas de vencimiento, depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera; el cual deberá integrarse 
detalladamente, con mención de montos, nombres, concepto, fechas 
de contratación de la obligación, calendario de amortización y de 
vencimiento, mismos que deberán estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 

a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
c) Importe del contrato. 
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Anexar copia fotostática de los contratos. 
11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades políticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de 

la AsociaCión Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o 

las personas responsables del órgano de finanzas, además deberá 
informar lo siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
d) Domicilio completo. 

18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un 
liquidador. 

19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 
nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y 
domicilio para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de 
dominio y representación de la Asociación Civil, así como el registro de 
firmas de las cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en 
las mismas. 

21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya 
realizado la Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SIF 
y hasta el 31 de mayo de 2018; así como la documentación soporte de 
las mismas y los estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 

22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le 
había sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del 
Consejo General IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos 
para realizar notificaciones a través del Sistema de Notificaciones 
Electrónicas por Internet (SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como responsable de la Asociación Civil 
incumplió con lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, 
numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, 
toda vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido 
no permitió a esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, 
conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el 
desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes muebles y, en su caso, si 
existen remanentes que deban ser entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos 
realizados a la UTF del INE y a la CNBV, autoridades que, en su caso, la 
primera presentó la información con la que contaba y la segunda no dio 
respuesta, la cual resultó insuficiente para establecer de manera fehaciente 
la posición financiera de la Asociación Civil, lo que no permitió avanzar en su 
proceso de liquidación y disolución, aun y cuando el objeto para la cual fue 
creada había concluido. 
Como ya ha quedado acreditado, la conducta omisa desplegada por el 
aspirante a candidato, afectó la transparencia y la legalidad, al no presentar 
la información financiera y ajustarse al procedimiento de liquidación de la 
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Asociación Civil que constituyó para la rendición de cuentas, cuyo objeto 
concluyó el 13 de marzo de 2018, fecha en que se le notificó el Acuerdo del 
Consejo General, por el que se aprueba el Dictamen presentado por la 
Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas respecto de la verificación 
realizada al porcentaje de firmas de apoyo requerido para obtener el registro 
de candidatura sin partido al cargo de Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
México, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, identificado con 
clave IECM/ACU-CG-060/2018." 

En consecuencia, la asociación civil vulneró lo establecido en el artículo 

55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. De lo asentado 

en el Informe Consolidado con relación a lo descrito en el presente 

apartado, así como a lo referido en los considerandos 26 y 29 de la 

presente resolución, se desprende que no obstante que le fueron 

notificados los requerimientos de información y documentación a la 

asociación civil, éstos no fueron atendidos, siendo oportuno señalar que 

la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no 

permitió a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización establecer 

su posición financiera, conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, 

los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes 

muebles y, en su caso, si existían remanentes que debieran ser 

entregados. 

Ahora bien, la falta descrita, constituye una omisión particularmente 

grave del aspirante a candidato en razón de que, si bien el objeto del 

proceso de disolución y liquidación es como tal la asociación civil, no 

debe perderse de vista de que se trata de una persona moral que por sí 

misma no puede cumplir sus obligaciones, además de que su origen 

atañe directamente a la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, con independencia de que ésta haya accedido a la calidad de 

candidato sin partido, pues su constitución tiene como finalidad el 

manejo y control de los recursos del aspirante y, en su caso, candidato 

sin partido, tan es así que en la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, no se contemplan infracciones cometidas por este tipo de 
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asociaciones civiles, sino de las personas que aspiren o hayan obtenido 

la candidatura sin partido a algún cargo de elección popular. 

En el caso concreto, la responsabilidad de presentar estados de 

posición financiera y de resultados, así· como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento, es 

originalmente y en un primer plano para el aspirante como sujeto 

principal de la obligación aun y cuando el Reglamento los faculte a 

nombrar un responsable para el proceso de liquidación, sin que, en el 

caso que nos ocupa tal derecho se haya ejercido, como ya ha quedado 

evidenciado. 

En ese orden de ideas, las personas aspirantes deben acreditar ante la 

autoridad fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, 

jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 

determinara la imposibilidad para cumplir con sus obligaciones en 

materia de fiscalización y, en su caso, para subsanar las faltas 

señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación 

necesaria para desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador. 

De lo mencionado y tomando en consideración los argumentos 

previamente expuestos, es claro que se trata de la persona aspirante a 

la única que puede hacérsele exigible el cumplimiento de las 

obligaciones dentro del proceso de fiscalización, liquidación y disolución 

de las asociaciones civiles, pues son justamente ellos los responsables 

originales y sujetos principales de atender las obligaciones inherentes a 

la aspiración de acceder a un cargo público, a las cuales quedan 

sujetos desde el momento en que manifiestan su intención. 
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En el caso que nos ocupa una de esas obligaciones inherentes a la 

aspiración a una candidatura sin partido consiste en cumplir con lo 

establecido en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del 

Reglamento, esto es, presentar a la Unidad de Fiscalización los estados 

de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato, que permitieran establecer la posición 

financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 

en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 

La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 
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de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 

En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 

civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 

En este orden de ideas, al haber quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 

a) IMPOSICiÓN DE LA SANCiÓN 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 

. implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil CONTRA LA CORRUPCiÓN LOS INDEPENDIENTES, A.C., con 

lo cual impidió cualquier posibilidad de verificar que se ajustó a la 

normatividad aplicable y generó incertidumbre sobre la posición 

financiera de la asociación civil que permitiera continuar con el proceso 

de disolución y liquidación, lo que resulta inadmisible en un Estado de 

derecho como el nuestro y, como consecuencia, debe ser sujeto de la 

imposición de una sanción ejemplar. 
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Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 

público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que el C. Xavier González Zirión, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno en la Ciudad de 

México en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, conocía con 

anticipación la obligación de liquidar y disolver la asociación civil 

constituida para sus fines electorales. 

Es claro que existe una necesidad de que los aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 

civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 

persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 

actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta del C. Xavier 

González Zirión, aspirante a candidato sin partido al cargo de Jefe de 

Gobierno en la Ciudad de México en el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2017-2018, debe ser calificada como particularmente grave, 

toda vez que la omisión del sujeto obligado imposibilitó de manera 

determinante la fiscalización de las operaciones realizadas por la 

asociación civil desde su creación y hasta el momento de su disolución, 

31 



IECM/RS-CG-05/2019 

por lo que esta autoridad se vio impedida a establecer su posición 

financiera y, por lo tanto, evitó se llevara a cabo el proceso de 

disolución y liquidación al que se encuentra sometida de conformidad 

con el Código; asimismo, no se debe perder de vista que la finalidad del 

proceso que nos ocupa es preservar el interés público y los derechos 

de terceros y, en todo caso, dar un destino cierto a los remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 

artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

Artículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin partido a cargos de elección popular: 
( ... ) 
XVII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 

Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Artículo 19. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin partido: 
a) Amonestación; 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
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d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin partido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 

tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta del aspirante 

conllevó a que no fuera posible establecer la posición financiera de la 

asociación civil CONTRA LA CORRUPCiÓN LOS INDEPENDIENTES, 

A.C., Y tampoco tener acceso a la capacidad económica del C. Xavier 

González Zirión. 

Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 
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congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 

irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 

En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrado a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrado, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrado como candidato sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 

sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 

Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 

Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constituir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 
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permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 

una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 

Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 

particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 

aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, situación 

que en el caso concreto ocurrió. 

No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el impedir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 
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Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, y a tener acceso en igualdad a las 

funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público,,1. 

Ahora bien, de lo señalado por el artículo 21 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de los ciudadanos, se encuentra 

el derecho a ser votado. 

Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción 11 de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POlÍTICO-

1 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aportaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Uníversídad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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ELECTORAL. su INTERPRETACiÓN y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia polftica y de afiliación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, así cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación polftica y de afiliación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercIcIo, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones del aspirante a una candidatura respecto a la asociación 

civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, también lo 

es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó un daño 

patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún sujeto 

determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad considera que 

determinar una sanción correspondiente a la imposibilidad de registrar 

una candidatura en los próximos dos procesos electorales sería 

excesivo y atentaría contra los derechos político electorales que posee. 
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Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 

algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legítimas deben 

encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en 

criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 

protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 

De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a candidato sin partido en un proceso 

electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 
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3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 

el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano que aspira a un cargo público de 

elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda vez que las 

asociaciones se constituyen para un fin específico y por tiempo 

determinado, por lo que se advierte que si una persona aspirante 

evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca a 

cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. 

4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir al infractor y a los posibles infractores de la 

norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, dando 

pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, disolución y 

liquidación de la persona moral constituida con la intención de 

recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de elección 

popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a candidato sin 

partido en un subsecuente proceso electoral y no a dos como lo 

estipula la ley, obedece al principio de proporcionalidad con el 

propósito que se persigue, esto es, por un inhibir la conducta 

infractora, y por la otra, garantizar el derecho humano a ser 

votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castañeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 
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expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . .. 141. Los derechos 

políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 

democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 

Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso 

de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivada 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/20052 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse al C. Xavier González Zirión, aspirante a 

2 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 
el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno en la Ciudad de 

México en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, en virtud 

de que omitió presentar los estados de posición financiera y de 

resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad es 

la prevista en el artículo 19, fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal 

Electoral de la Ciudad de México, consistente en No poder registrar 

una candidatura sin partido en el siguiente Proceso Electoral Local 

Ordinario. 

Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

34.2 FUNDACiÓN FREDO SOLAR, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil 

FUNDACiÓN FREDO SOLAR, A.C., constituida para la rendición de 

cuentas y fiscalización de los actos tendentes a la obtención de apoyo 

ciudadano del C. Alfredo Solar Picazo, aspirante a candidato sin partido 

al cargo de Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, durante el 

Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, es de carácter sustancial, 

como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y 
Liquidación de la Asociación Civil denominada "Fundación Fredo Solar, 
AC.", constituida para el apoyo del aspirante a candidato sin partido a Jefe 
de Gobierno de la Ciudad de México, C. Alfredo Solar Picaza, se 
determinaron las situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados 
de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 
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comprobación y auxiliares contables, todo ello acompañado de la 
documentación comprobatoria respectiva, no obstante que mediante los 
oficios IECM/UTEF/93/2018 e IECM/UTEF/283/2018 de fechas 15 de marzo 
y 28 de mayo ambos de 2018, respectivamente, por ser necesaria para 
llevar a cabo el procedimiento de fiscalización y liquidación, le fue requerida 
la documentación que se enlista a continuación: 

1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la 
autoridad electoral nacional a través del Sistema Integral de 
Fiscalización. 

2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la 
autoridad electoral nacional, así como los oficios de respuesta 
respectivos. 

3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), 
las balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas 
las cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema 
Integral de Fiscalización (SIF). 

4. Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria 
respectiva y elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así 
como, las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo 
comprendido de diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, 
registro de firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones 
realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, 
conceptos, montos, documentos con el cual se avale el préstamo, 
fechas de vencimiento, depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera, el cual deberá integrarse 
detalladamente, con mención de montos, nombres, concepto, fechas 
de contratación de la obligación, calendario de amortización y de 
vencimiento, mismos que deberán estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 

a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
c) Importe del contrato. 
Anexar copia fotostática de los contratos. 

11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades políticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de 

la Asociación Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o 

las personas responsables del órgano de finanzas, además deberá 
informar lo siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
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d) Domicilio completo. 
18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un 

liquidador. 
19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 

nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y 
domicilio para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de 
dominio y representación de la Asociación Civil, así como el registro de 
firmas de las cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en 
las mismas. 

21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya 
realizado la Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SIF 
y hasta el 31 de mayo de 2018; así como la documentación soporte de 
las mismas y los estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 

22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le 
había sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del 
Consejo General IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos 
para realizar notificaciones a través del Sistema de Notificaciones 
Electrónicas por Internet (SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como responsable de la Asociación Civil 
incumplió con lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, 
numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, 
toda vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido 
no permitió a esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, 
conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el 
desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes muebles y, en su caso, si 
existen remanentes que deban ser entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos 
realizados a la UTF y a la CNBV, autoridades que, en su caso, la primera no 
presentó información y la segunda remitieron la información con la que 
contaban, la cual resultó insuficiente para establecer de manera fehaciente 
la posición financiera de la Asociación Civil, lo que no permitió avanzar en 
su proceso de liquidación y disolución, aun y cuando el objeto para la cual 
fue creada había concluido. 
Como ya ha quedado acreditado, la conducta omisa desplegada por el 
aspirante a candidato, afectó la transparencia y la legalidad, al no presentar 
la información financiera y ajustarse al procedimiento de liquidación de la 
Asociación Civil que constituyó para la rendición de cuentas, cuyo objeto 
concluyó el14 de marzo de 2018, fecha en que se le notificó el Acuerdo del 
Consejo General, por el que se aprueba el Dictamen presentado por la 
Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas respecto de la verificación 
realizada al porcentaje de firmas de apoyo requerido para obtener el registro 
de candidatura sin partido al cargo de Diputaciones al Congreso de la 
Ciudad de México, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, 
identificado con clave IECM/ACU-CG-060/2018." 

En consecuencia, la asociación civil vulneró lo establecido en el artículo 

55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. De lo asentado 

en el Informe Consolidado con relación a lo descrito en el presente 
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apartado, así como a lo referido en los considerandos 26 y 29 de la 

presente resolución, se desprende que no obstante que le fueron 

notificados los requerimientos de información y documentación a la 

asociación civil, éstos no fueron atendidos, siendo oportuno señalar que 

la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no 

permitió a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización establecer 

su posición financiera, conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, 

los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes 

muebles y, en su caso, si existían remanentes que debieran ser 

entregados. 

Ahora bien, la falta descrita, constituye una omisión particularmente 

grave del aspirante a candidato en razón de que, si bien el objeto del 

proceso de disolución y liquidación es como tal la asociación civil, no 

debe perderse de vista de que se trata de una persona moral que por sí 

misma no puede cumplir sus obligaciones, además de que su origen 

atañe directamente a la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, con independencia de que ésta haya accedido a la calidad de 

candidato sin partido, pues su constitución tiene como finalidad el 

manejo y control de los recursos del aspirante y, en su caso, candidato 

sin partido, tan es así que en la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, no se contemplan infracciones cometidas por este tipo de 

asociaciones civiles, sino de las personas que aspiren o hayan obtenido 

la candidatura sin partido a algún cargo de elección popular. 

En el caso concreto, la responsabilidad de presentar estados de 

posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento, es 

originalmente y en un primer plano para el aspirante como sujeto 
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principal de la obligación aun y cuando el Reglamento los faculte a 

nombrar un responsable para el proceso de liquidación, sin que, en el 

caso que nos ocupa tal derecho se haya ejercido, como ya ha quedado 

evidenciado. 

En ese orden de ideas, las personas aspirantes deben acreditar ante la 

autoridad fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, 

jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 

determinara la imposibilidad para cumplir con sus obligaciones en 

materia de fiscalización y, en su caso, para subsanar las faltas 

señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación 

necesaria para desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador. 

De lo mencionado y tomando en consideración los argumentos 

previamente expuestos, es claro que se trata de la persona aspirante a 

la única que puede hacérsele exigible el cumplimiento de las 

obligaciones dentro del proceso de fiscalización, liquidación y disolución 

de las asociaciones civiles, pues son justamente ellos los responsables 

originales y sujetos principales de atender las obligaciones inherentes a 

la aspiración de acceder a un cargo público, a las cuales quedan 

sujetos desde el momento en que manifiestan su intención. 

En el caso que nos ocupa una de esas obligaciones inherentes a la 

aspiración a una candidatura sin partido consiste en cumplir con lo 

establecido en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del 

Reglamento, esto es, presentar a la Unidad de Fiscalización los estados 

de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato, que permitieran establecer la posición 

financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 
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en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 

La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 

de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 

En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 

civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 
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En este orden de ideas, al haber' quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 

a) IMPOSICiÓN DE LA SANCiÓN 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 

implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil FUNDACiÓN FREDO SOLAR, A.C., con lo cual impidió cualquier 

posibilidad de verificar que se ajustó a la normatividad aplicable y 

generó incertidumbre sobre la posición financiera de la asociación civil 

que permitiera continuar con el proceso de disolución y liquidación, lo 

que resulta inadmisible en un Estado de derecho como el nuestro y, 

como consecuencia, debe ser sujeto de la imposición de una sanción 

ejemplar. 

Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 

público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que el C. Alfredo Solar Picazo, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno de la Ciudad de 

México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, 

conocía con anticipación la obligación de liquidar y disolver la 

asociación civil constituida para sus fines electorales. 
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Es claro que existe una necesidad de que lo~ aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 

civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 

persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 

actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta del C. Alfredo Solar 

Picazo, aspirante a candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno 

de la Ciudad de México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 -2018, debe ser calificada como particularmente grave, toda vez 

que la omisión del sujeto obligado imposibilitó de manera determinante 

la fiscalización de las operaciones realizadas por la asociación civil 

desde su creación y hasta el momento de su disolución, por lo que esta 

autoridad se vio impedida a establecer su posición financiera y, por lo 

tanto, evitó se llevara a cabo el proceso de disolución y liquidación al 

que se encuentra sometida de conformidad con el Código; asimismo, no 

se debe perder de vista que la finalidad del proceso que nos ocupa es 

preservar el interés público y los derechos de terceros y, en todo caso, 

dar un destino cierto a los remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 
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artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

Arlículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin parlido a cargos de elección popular: 
( ... ) 
XVII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 

Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Arlículo 19. Las infracciones señaladas en los arlículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin parlido: 
a) Amonestación; 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin parlido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin parlido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 
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tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta del aspirante 

conllevó a que no fuera posible establecer la posición financiera de la 

asociación civil FUNDACiÓN FREDO SOLAR, A.C., Y tampoco tener 

acceso a la capacidad económica del C. Alfredo Solar Picazo. 

Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 

congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 

irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 

En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrado a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrado, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrado como candidato sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 
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sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 

Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 

Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constituir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 

permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 

una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 

Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa;( 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 
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particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 

aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, situación 

que en el caso concreto ocurrió. 

No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el imped.ir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 

Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, y a tener acceso en igualdad a las 

funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público"3. 

3 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aportaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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Ahora bien, de lo señalado por el artículo 21 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de los ciudadanos, se encuentra 

el derecho a ser votado. 

Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción 11 de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLíTICO-

ELECTORAL. SU INTERPRETACiÓN Y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia política y de afiliación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, así cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
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votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación política y de afiliación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercicio, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones del aspirante a una candidatura respecto a la asociación 

civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, también lo 

es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó un daño 

patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún sujeto 

determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad considera que 

determinar una sanción correspondiente a la imposibilidad de registrar 

una candidatura en los próximos dos procesos electorales sería 

excesivo y atentaría contra los derechos político electorales que posee. 

Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 

algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legítimas deben 

encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en 
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criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 

protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 

De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a candidato sin partido en un proceso 

electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 

3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 

el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición' financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano que aspira a un cargo público de 

elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda vez que las 

asociaciones se constituyen para un fin específico y por tiempo 

determinado, por lo que se advierte que si una persona aspirante 

evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca a 

cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. 
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4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir al infractor y a los posibles infractores de la 

norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, dando 

pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, disolución y 

liquidación de la persona moral constituida con la intención de 

recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de elección 

popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a candidato sin 

partido en un subsecuente proceso electoral y no a dos como lo 

estipula la ley, obedece al principio de proporcionalidad con el 

propósito que se persigue, esto es, por un inhibir la conducta 

infractora, y por la otra, garantizar el derecho humano a ser 

votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castatíeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 

expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . . . 141. Los derechos 

políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 

democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 
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Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso 

de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivada 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/20054 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse al C. Alfredo Solar Picaza, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno de la Ciudad de 

México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, en 

virtud de que omitió presentar los estados de posición financiera y de 

resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad es 

la prevista en el artículo 19, fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal 

Electoral de la Ciudad de Méxicb, consistente en No poder registrar 

una candidatura sin partido en el siguiente Proceso Electoral Local 

Ordinario. 

4 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 
el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

34.3 ORGANIZACiÓN HUGO R. BARROSO, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil 

ORGANIZACiÓN HUGO R. BARROSO, A.C., constituida para la 

rendición de cuentas y fiscalización de los actos tendentes a la 

obtención de apoyo ciudadano del C. Hugo Rodríguez Barroso, 

aspirante a candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno de la 

Ciudad de México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-

2018, es de carácter sustancial, como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y 
Liquidación de la Asociación Civil denominada "Organización Hugo R. 
Barroso, AC.", constituida para el apoyo del aspirante a candidato sin 
partido a Jefe de Gobierno en la Ciudad de México, C. Hugo Rodríguez 
Barroso, se determinaron las situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados 
de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 
comprobación y auxiliares contables, todo ello acompañado de la 
documentación comprobatoria respectiva, no obstante que mediante los 
oficios IECM/UTEF/088/2018 e IECM/UTEF/267/2018 de fechas 15 de 
marzo y 28 de mayo ambos de 2018, respectivamente, por ser necesaria 
para llevar a cabo el procedimiento de fiscalización y liquidación, le fue 
requerida la documentación que se enlista a continuación: 
1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la 

autoridad electoral nacional a través del Sistema Integral de 
Fiscalización. 

2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la 
autoridad electoral nacional, así como los oficios de respuesta 
respectivos. 

3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), 
las balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas 
las cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema 
Integral de Fiscalización (SIF). 
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4. Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria respectiva 
y elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así 
como, las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo 
comprendido de diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, 
registro de firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones 
realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, 
conceptos, montos, documentos con el cual se avale el préstamo, 
fechas de vencimiento, depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera, el cual deberá integrarse 
detalladamente, con mención de montos, nombres, concepto, fechas de 
contratación de la obligación, calendario de amortización y de 
vencimiento, mismos que deberán estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 

a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
c) Importe del contrato. 
Anexar copia fotostática de los contratos. 

11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades políticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de 

la Asociación Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o 

las personas responsables del órgano de finanzas, además deberá 
informar lo siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
d) Domicilio completo. 

18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un 
liquidador. 

19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 
nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y 
domicilio para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de 
dominio y representación de la Asociación Civil, así como el registro de 
firmas de las cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en 
las mismas. 

21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya 
realizado la Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SI F 
Y hasta el 31 de mayo de 2018; así como la documentación soporte de 
las mismas y los estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 

22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le 
había sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del 
Consejo General IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos 
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para realizar notificaciones a través del Sistema de Notificaciones 
Electrónicas por Internet (SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como responsable de la Asociación Civil 
incumplió con lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, 
numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, 
toda vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido 
no permitió a esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, 
conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el 
desarrollo de sus-actividades, si adquirió bienes muebles y, en su caso, si 
existen remanentes que deban ser entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos 
realizados a la UTF y a la CNBV, autoridades que, en su caso, la primera 
presentó la información con la que contaba y la segunda no dio respuesta, 
la cual resultó insuficiente para establecer de manera fehaciente la posición 
financiera de la Asociación Civil, lo que no permitió avanzar en su proceso 
de liquidación y disolución, aun y cuando el objeto para la cual fue creada 
había concluido. 
Como ya ha quedado acreditado, la conducta omisa desplegada por el 
aspirante a candidato, afectó la transparencia y la legalidad, al no presentar 
la información financiera y ajustarse al procedimiento de liquidación de la 
Asociación Civil que constituyó para la rendición de cuentas, cuyo objeto 
concluyó el 13 de marzo de 2018, fecha en que se le notificó el Acuerdo del 
Consejo General, por el que se aprueba el Dictamen presentado por la 
Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas respecto de la verificación 
realizada al porcentaje de firmas de apoyo requerido para obtener el registro 
de candidatura sin partido al cargo de Diputaciones al Congreso de la 
Ciudad de México, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, 
identificado con clave IECM/ACU-CG-060/2018". 

En consecuencia, la asociación civil vulneró lo establecido en el artículo 

55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. De lo asentado 

en el Informe Consolidado con relación a lo descrito en el presente 

apartado, así como a lo referido en los considerandos 26 y 29 de la 

presente resolución, se desprende que no obstante que le fueron 

notificados los requerimientos de información y documentación a la 

asociación civil, éstos no fueron atendidos, siendo oportuno señalar que 

la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no 

permitió a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización establecer 

su posición financiera, conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, 

los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes 

muebles y, en su caso, si existían remanentes que debieran ser 

entregados. 
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Ahora bien, la falta descrita, constituye una omisión particularmente 

grave del aspirante a candidato en razón de que, si bien el objeto del 

proceso de disolución y liquidación es como tal la asociación civil, no 

debe perderse de vista de que se trata de una persona moral que por sí 

misma no puede cumplir sus obligaciones, además de que su origen 

atañe directamente a la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, con independencia de que ésta haya accedido a la calidad de 

candidato sin partido, pues su constitución tiene como finalidad el 

manejo y control de los recursos del aspirante y, en su caso, candidato 

sin partido, tan es así que en la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, no se contemplan infracciones cometidas por este tipo de 

asociaciones civiles, sino de las personas que aspiren o hayan obtenido 

la candidatura sin partido a algún cargo de elección popular. 

En el caso concreto, la responsabilidad de presentar estados de 

posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento, es 

originalmente y en un primer plano para el aspirante como sujeto 

principal de la obligación aun y cuando el Reglamento los faculte a 

nombrar un responsable para el proceso de liquidación, sin que, en el 

caso que nos ocupa tal derecho se haya ejercido, como ya ha quedado 

evidenciado. 

En ese orden de ideas, las personas aspirantes deben acreditar ante la 

autoridad fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, 

jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 

determinara la imposibilidad para cumplir con sus obligaciones en 

materia de fiscalización y, en su caso, para subsanar las faltas 
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señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación 

necesaria para desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador. 

De lo mencionado y tomando en consideración los argumentos 

previamente expuestos, es claro que se trata de la persona aspirante a 

la única que puede hacérsele exigible el cumplimiento de las 

obligaciones dentro del proceso de fiscalización, liquidación y disolución 

de las asociaciones civiles, pues son justamente ellos los responsables 

originales y sujetos principales de atender las obligaciones inherentes a 

la aspiración de acceder a un cargo público, a las cuales quedan 

sujetos desde el momento en que manifiestan su intención. 

En el caso que nos ocupa una de esas obligaciones inherentes a la 

aspiración a una candidatura sin partido consiste en cumplir con lo 

establecido en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del 

Reglamento, esto es, presentar a la Unidad de Fiscalización los estados 

de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato, que permitieran establecer la posición 

financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 

en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 

La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 
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de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 

de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 

En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 

civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 

En este orden de ideas, al haber quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 

a) IMPOSICiÓN DE LA SANCiÓN 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 
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implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil ORGANIZACiÓN HUGO R. BARROSO, A.C., con lo cual impidió 

cualquier posibilidad de verificar que se ajustó a la normatividad 

aplicable y generó incertidumbre sobre la posición financiera de la 

asociación civil que permitiera continuar con el proceso de disolución y 

liquidación, lo que resulta inadmisible en un Estado de derecho como el 

nuestro y, como consecuencia, debe ser sujeto de la imposición de una 

sanción ejemplar. 

Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 

público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que el 

C. Hugo Rodríguez Barroso, aspirante a candidato sin partido al cargo 

de Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, durante el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2017-2018, conocía con anticipación la 

obligación de liquidar y disolver la asociación civil constituida para sus 

fines electorales. 

Es claro que existe una necesidad de que los aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 

civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 
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persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 

actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta del C. Hugo 

Rodríguez Barroso, aspirante a candidato sin partido al cargo de Jefe 

de Gobierno de la Ciudad de México, durante el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2017-2018, debe ser calificada como particularmente grave, 

toda vez que la omisión del sujeto obligado imposibilitó de manera 

determinante la fiscalización de las operaciones realizadas por la 

asociación civil desde su creación y hasta el momento de su disolución, 

por lo que esta autoridad se vio impedida a establecer su posición 

financiera y, por lo tanto, evitó se llevara a cabo el proceso de 

disolución y liquidación al que se encuentra sometida de conformidad 

con el Código; asimismo, no se debe perder de vista que la finalidad del 

proceso que nos ocupa es preservar el interés público y los derechos 

de terceros y, en todo caso, dar un destino cierto a los remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 

artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

Artículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin partido a cargos de elección popular: 
( ... ) 
XVII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 
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Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Artículo 19. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin partido: 
a) Amonestación; 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin partido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 

tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta del aspirante 

conllevó a que no fuera posible establecer la posición financiera de la 

asociación civil ORGANIZACiÓN HUGO R. BARROSO, A.C., Y /) 

tampoco tener acceso a la capacidad económica del C. Hugo 

Rodríguez Barroso. 
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Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 

congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 

irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 

En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrado a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrado, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrado como candid~to sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 

sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 

Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 
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Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constituir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 

permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 

una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 

Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 

particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 

aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, situación 

que en el caso concreto ocurrió. 
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No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el impedir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 

Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, ya tener acceso en igualdad a las 

funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público,,5. 

Ahora bien, de lo señalado por el artículo 21 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de los ciudadanos, se encuentra 

el derecho a ser votado. 

Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción 11 de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

5 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aportaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLíTICO-

ELECTORAL. SU INTERPRETACiÓN y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia política y de afiliación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, as! cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez· que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación política y de afiliación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma juridica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercicio, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
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significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones del aspirante a una candidatura respecto a la asociación 

civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, también lo 

es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó un daño 

patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún sujeto 

determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad considera que 

determinar una sanción correspondiente a la imposibilidad de registrar 

una candidatura en los próximos dos procesos electorales sería 

excesivo y atentaría contra los derechos político electorales que posee. 

Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 

algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legítimas deben 

encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en 

criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 

protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 
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De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a candidato sin partido en un proceso 

electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 

3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 

el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano que aspira a un cargo público de 

elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda vez que las 

asociaciones se constituyen para un fin específico y por tiempo 

determinado, por lo que se advierte que si una persona aspirante 

evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca a 

cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. 

4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir al infractor y a los posibles infractores de la 

norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, dando 

pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, disolución y 

liquidación de la persona moral constituida con la intención de 

recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de elección 

popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a candidato sin 

partido en un subsecuente proceso electoral y no a dos como lo 
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estipula la ley, obedece al principio de proporcionalidad con el 

propósito que se persigue, esto es, por un inhibir la conducta 

infractora, y por la otra, garantizar el derecho humano a ser 

votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castañeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 

expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . .. 141. Los derechos 

políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 

democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 

Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso 

de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivada 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/20056 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

6 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 
el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse al C. Hugo Rodríguez Barroso, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Jefe de Gobierno de la Ciudad de 

México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, en 

virtud de que omitió presentar los estados de posición financiera y de 

resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad es 

la prevista en el artículo 19, fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal 

Electoral de la Ciudad de México, consistente en No poder registrar 

una candidatura sin partido en el siguiente Proceso Electoral Local 

Ordinario. 

Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

34.4 DN & TO, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil DN 
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& TO, A.C., constituida para la rendición de cuentas y fiscalización de 

los actos tendentes a la obtención de apoyo ciudadano del C. Héctor 

Alexis Gómez Flores, aspirante a candidato sin partido al cargo de 

Diputado por el principio de mayoría relativa en la Ciudad de México, 

durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, es de carácter 

sustancial, como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y 
Liquidación de la Asociación Civil denominada "DN & TO, AC.'i, constituida 
para el apoyo del aspirante a candidato sin partido a Diputado Local por el 
Principio de Mayoría Relativa del Distrito 2 en la Ciudad de México, C. 
Héctor Alexis Gómez Flores, se determinaron las situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados 
de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 
comprobación y auxiliares contables, todo ello acompañado de la 
documentación comprobatoria respectiva, no obstante que mediante los 
oficios IECM/UTEF/147/2018 e IECM/UTEF/273/2018 de fechas 26 de 
marzo y 28 de mayo ambos de 2018, respectivamente, por ser necesaria 
para llevar a cabo el procedimiento de fiscalización y liquidación, le fue 
requerida la documentación que se enlista a continuación: 
1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la 

autoridad electoral nacional a través del Sistema Integral de 
Fiscalización. 

2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la 
autoridad electoral nacional, así como los oficios de respuesta 
respectivos. 

3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), 
las balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas 
las cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema 
Integral de Fiscalización (SIF). 

4: Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria 
respectiva y elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así 
como, las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo 
comprendido de diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, 
registro de firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones 
realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, 
conceptos, montos, documentos con el cual se avale el préstamo, 
fechas de vencimiento, depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera, el cual deberá integrarse 
detalladamente, con mención de montos, nombres, concepto, fechas 
de contratación de la obligación, calendario de amortización y de 
vencimiento, mismos que deberán estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
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Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 
a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
c) Importe del contrato. 
Anexar copia fotostática de los contratos. 

11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades polfticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de 

la Asociación Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o 

las personas responsables del órgano de finanzas, además deberá 
informar lo siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
d) Domicilio completo. 

18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un 
liquidador. 

19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 
nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y 
domicilio para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de 
dominio y representación de la Asociación Civil, así como el registro de 
firmas de las cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en 
las mismas. . 

21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya 
realizado la Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SIF 
y hasta el 31 de mayo de 2018; así como la documentación soporte de 
las mismas y los estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 

22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le 
había sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del 
Consejo General IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos 
para realizar notificaciones a través del Sistema de Notificaciones 
Electrónicas por Internet (SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como responsable de la Asociación Civil 
incumplió con lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y ", 
numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, 
toda vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido 
no permitió a esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, 
conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el 
desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes muebles y, en su caso, si 
existen remanentes que deban ser entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos 
realizados a la UTF y a la CNBV, autoridades que, en su caso, la primera 
presentó la información con la que contaba y la segunda no dio respuesta, 
la cual resultó insuficiente para establecer de manera fehaciente la posición 
financiera de la Asociación Civil, lo que no permitió avanzar en su proceso 
de liquidación y disolución, aun y cuando el objeto para la cual fue creada 
había concluido. 
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financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 

en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 

La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto· a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 

de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 

En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 
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civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 

En este orden de ideas, al haber quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 

a) IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 

implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil MARíA LACHINO, A.C., con lo cual impidió cualquier posibilidad 

de verificar que se ajustó a la normatividad aplicable y generó 

incertidumbre sobre la posición financiera de la asociación civil que 

permitiera continuar con el proceso de disolución y liquidación, lo que 

resulta inadmisible en un Estado de derecho como el nuestro y, como 

consecuencia, debe ser sujeto de la imposición de una sanción 

ejemplar. 

Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 

público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que la C. María Guadalupe Lachino Salinas, 

aspirante a candidata sin partido al cargo de Diputada por el principio 
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de mayoría relativa en la Ciudad de México en el Proceso Electoral 

Local Ordinario 2017-2018, conocía con anticipación la obligación de 

liquidar y disolver la asociación civil constituida para sus fines 

electorales. 

Es claro que existe una necesidad de que los aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 

civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 

persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 

actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta de la C. María 

Guadalupe Lachino Salinas, aspirante a candidata sin partido al cargo 

de Diputada por el principio de mayoría relativa en la Ciudad de México 

en el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, debe ser calificada 

como particularmente grave, toda vez que la omisión en su calidad de 

sujeto obligado imposibilitó de manera determinante la fiscalización de 

las operaciones realizadas por la asociación civil desde su creación y 

hasta el momento de su disolución, por lo que esta autoridad se vio 

impedida a establecer su posición financiera y, por lo tanto, evitó se 

llevara a cabo el proceso de disolución y liquidación al que se encuentra 

sometida de conformidad con el Código; asimismo, no se debe perder 

de vista que la finalidad del proceso que nos ocupa es preservar el 
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interés público y los derechos de terceros y, en todo caso, dar un 

destino cierto a los remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 

artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

Artículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin partido a cargos de elección popular: 
( ... ) 
XVI/. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 

Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes eh la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Artículo 19. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin partido: 
a) Amonestación; . 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin partido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
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los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 

tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta de la aspirante 

conllevó a que no fuera posible establecer la posición financiera de la 

asociación civil MARíA LACHINO, A.C., y tampoco tener acceso a la 

capacidad económica de la C. María Guadalupe Lachino Salinas. 

Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que, aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 

congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 

irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 
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En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrada a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrada, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrada como candidata sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 

sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 

Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 

Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constit~ir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 

permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 

una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 
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Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 

particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 

aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, situación 

que en el caso concreto ocurrió. 

No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el impedir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 

Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, y a tener acceso en igualdad a las 
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funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público,,51 . 

Ahora bien, de lo señalado por el artículo 21 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de la ciudadanía, se encuentra el 

derecho a ser votado. 

Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción" de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLíTICO-

ELECTORAL. SU INTERPRETACiÓN Y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

51 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aportaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia política y de afiliación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, así cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación política y de afiliación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercIcIo, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones de la aspirante a una candidatura respecto a la 

asociación civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, 

también lo es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó 

un daño patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún 

sujeto determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad 

considera que determinar una sanción correspondiente a la 

imposibilidad de registrar una candidatura en los próximos dos procesos 

electorales sería excesivo y atentaría contra los derechos político 

electorales que posee. 

Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 
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algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legítimas deben 

encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en 

criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 

protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 

De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a una candidatura sin partido en un 

proceso electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 

19, fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad 

de México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 

3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 

el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano o ciudadana que aspira a un cargo 
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público de elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda 

vez que las asociaciones se constituyen para un fin específico y 

por tiempo determinado, por lo que se advierte que si una persona 

aspirante evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca 

a cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. 

4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir a la infractora y a las y los posibles infractores de 

la norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, 

dando pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, 

disolución y liquidación de la persona moral constituida con la 

intención de recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de 

elección popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a una 

candidatura sin partido en un subsecuente proceso electoral y no 

a dos como lo estipula la ley, obedece al principio de 

proporcionalidad con el propósito que se persigue, esto es, por un 

lado inhibir la conducta infractora, y por el otra, garantizar el 

derecho humano a ser votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castañeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 

expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . . . 141. Los derechos 

políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 
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democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 

Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso 

de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivada 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/200552 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse a la C. María Guadalupe Lachino Salinas, 

aspirante a candidata sin partido al cargo de Diputada por el 

principio de mayoría relativa en la Ciudad de México en el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2017-2018, en virtud de que omitió 

presentar los estados de posición financiera y de resultados, la balanza 

de comprobación y auxiliares contables acumulados, así como el resto 

52 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 
el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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de los requerimientos de la autoridad es la prevista en el articulo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, consistente en No poder registrar una candidatura sin 

partido en el siguiente Proceso Electoral Local Ordinario. 

Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

34.27 BGTN, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil 

BGTN, A.C., constituida para la rendición de cuentas y fiscalización de 

los actos tendentes a la obtención de apoyo ciudadano del C. Xavier 

Noval Enterria, aspirante a candidato sin partido al cargo de Diputado 

por el principio de mayoría relativa en la Ciudad de México, durante el 

Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, es de carácter sustancial, 

como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y Liquidación de la 
Asociación Civil denominada "BGTN, AC.", constituida para el apoyo del aspirante 
a candidato sin partido a Diputado Local por el Principio de Mayoría Relativa del 
Distrito 20 en la Ciudad de México, C. Xavier Noval Enterría, se determinaron las 
situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados de 
posición financiera y de resultados, así como la balanza de comprobación y 
auxiliares contables, todo ello acompañado de la documentación comprobatoria 
respectiva, no obstante que mediante los oficios IECM/UTEF/165/2018 e 
IECM/UTEF/300/2018 de fechas 26 de marzo y 28 de mayo ambos de 2018, 
respectivamente, por ser necesaria para llevar a cabo el procedimiento de 
fiscalización y liquidación, le fue requerida la documentación que se enlista a 
continuación: 
1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la autoridad 

electoral nacional a través del Sistema Integral de Fiscalización. 
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2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la autoridad 
electoral nacional, así como los oficios de respuesta respectivos. 

3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), las 
balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas las 
cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema Integral de 
Fiscalización (SIF). 

4. Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria respectiva y 
elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así como, 
las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo comprendido de 
diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, registro de 
firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, conceptos, 
montos, documentos con el cual se avale el préstamo, fechas de vencimiento, 
depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera, el cual deberá integrarse detalladamente, con 
mención de montos, nombres, concepto, fechas de contratación de la 
obligación, calendario de amortización y de vencimiento, mismos que deberán 
estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 

a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
c) Importe del contrato. 
Anexar copia fotostática de los contratos. 

11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades políticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de la 

Asociación Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o las 

personas responsables del órgano de finanzas, además deberá informar lo 
siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
d) Domicilio completo. 

18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un liquidador. 
19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 

nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y domicilio 
para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de dominio y 
representación de la Asociación Civil, así como el registro de firmas de las 
cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en las mismas. 

21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya realizado la 
Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SIF y hasta el 31 de 
mayo de 2018; así como la documentación soporte de las mismas y los 
estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 
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22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le había 
sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del Consejo General 
IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos para realizar 
notificaciones a través del Sistema de Notificaciones Electrónicas por Internet 
(SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como responsable de la Asociación Civil incumplió con 
lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, toda 
vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no permitió a 
esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, conocer la totalidad 
de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si 
adquirió bienes muebles y, en su caso, si existen remanentes que deban ser 
entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos realizados a 
la UTF y a la CNBV, autoridades que, en su caso, la primera presentó la 
información con la que contaba y la segunda no dio respuesta, la cual resultó 
insuficiente para establecer de manera fehaciente la posición financiera de la 
Asociación Civil, lo que no permitió avanzar en su proceso de liquidación y 
disolución, aun y cuando el objeto para la cual fue creada había concluido. 
Como ya ha quedado acreditado, la conducta omisa desplegada por el aspirante a 
candidato, afectó la transparencia y la legalidad, al no presentar la información 
financiera y ajustarse al procedimiento de liquidación de la Asociación Civil que 
constituyó para la rendición de cuentas, cuyo objeto concluyó el 22 de marzo de 
2018, fecha en que se le notificó el Acuerdo del Consejo General, por el que se 
aprueba el Dictamen presentado por la Dirección Ejecutiva de Asociaciones 
Políticas respecto de la verificación realizada al porcentaje de firmas de apoyo 
requerido para obtener el registro de candidatura sin partido al cargo de 
Diputaciones al Congreso de la Ciudad de México, en el Proceso Electoral Local 
Ordinario 2017-2018, identificado con clave IECM/ACU-CG-063/2018." 

En consecuencia, la asociación civil vulneró lo establecido en el artículo 

55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. De lo asentado 

en el Informe Consolidado con relación a lo descrito en el presente 

apartado, así como a lo referido en los considerandos 26 y 29 de la 

presente resolución, se desprende que no obstante que le fueron 

notificados los requerimientos de información y documentación a la 

asociación civil, éstos no fueron atendidos, siendo oportuno señalar que 

la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no 

permitió a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización establecer 

su posición financiera, conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, 

los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes 

muebles y, en su caso, si existían remanentes que debieran ser 

entregados. 
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Ahora bien, la falta descrita, constituye una omisión particularmente 

grave del aspirante a candidato en razón de que, si bien el objeto del 

proceso de disolución y liquidación es como tal la asociación civil, no 

debe perderse de vista de que se trata de una persona moral que por sí 

misma no puede cumplir sus obligaciones, además de que su origen 

atañe directamente a la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, con independencia de que ésta haya accedido a la calidad de 

candidato sin partido, pues su constitución tiene como finalidad el 

manejo y control de los recursos del aspirante y, en su caso, candidato 

sin partido, tan es así que en la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, no se contemplan infracciones cometidas por este tipo de 

asociaciones civiles, sino de las personas que aspiren o hayan obtenido 

la candidatura sin partido a algún cargo de elección popular. 

En el caso concreto, la responsabilidad de presentar estados de 

posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento, es 

originalmente y en un primer plano para el aspirante como sujeto 

principal de la obligación aun y cuando el Reglamento los faculte a 

nombrar un responsable para el proceso de liquidación, sin que, en el 

caso que nos ocupa tal derecho se haya ejercido, como ya ha quedado 

evidenciado. 

En ese orden de ideas, las personas aspirantes deben acreditar ante la 

autoridad fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, 

jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 

determinara la imposibilidad para cumplir con sus obligaciones en 

materia de fiscalización y, en su caso, para subsanar las faltas 
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señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación 

necesaria para desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador . 

. De lo mencionado y tomando en consideración los argumentos 

previamente expuestos, es claro que se trata de la persona aspirante a 

la única que puede hacérsele exigible el cumplimiento de las 

obligaciones dentro del proceso de fiscalización, liquidación y disolución 

de las asociaciones civiles, pues son justamente ellos los responsables 

originales y sujetos principales de atender las obligaciones inherentes a 

la aspiración de acceder a un cargo público, a las cuales quedan 

sujetos desde el momento en que manifiestan su intención. 

En el caso que nos ocupa una de esas obligaciones inherentes a la 

aspiración a una candidatura sin partido consiste en cumplir con lo 

establecido en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del 

Reglamento, esto es, presentar a la Unidad de Fiscalización los estados 

de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato, que permitieran establecer la posición 

financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 

en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 

La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 
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de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 

de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 

En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 

civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 

En este orden de ideas, al haber quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 

a) IMPOSICiÓN DE LA SANCiÓN 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 
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implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil BGTN, A.C., con lo cual impidió cualquier posibilidad de verificar 

que se ajustó a la normatividad aplicable y generó incertidumbre sobre 

la posición financiera de la asociación civil que permitiera continuar con 

el proceso de disolución y liquidación, lo que resulta inadmisible en un 

Estado de derecho como el nuestro y, como consecuencia, debe ser 

sujeto de la imposición de una sanción ejemplar. 

Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 

público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que el C. Xavier Noval Enterría, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Diputado por el principio de mayoría 

relativa en la Ciudad de México en el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017-2018, conocía con anticipación la obligación de liquidar y disolver 

la asociación civil constituida para sus fines electorales. 

Es claro que existe una necesidad de que los aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 

civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 

persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 
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actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta del C. Xavier Noval 

Enterría, aspirante a candidato sin partido al cargo de Diputado por el 

principio de mayoría relativa en la Ciudad de México en el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2017 -2018, debe ser calificada como 

particularmente grave, toda vez que la omisión del sujeto obligado 

imposibilitó de manera determinante la fiscalización de las operaciones 

realizadas por la asociación civil desde su creación y hasta el momento 

de su disolución, por lo que esta autoridad se vio impedida a establecer 

su posición financiera y, por lo tanto, evitó se llevara a cabo el proceso 

de disolución y liquidación al que se encuentra sometida de 

conformidad con el Código; asimismo, no se debe perder de vista que la 

finalidad del proceso que nos ocupa es preservar el interés público y los 

derechos de terceros y, en todo caso, dar un destino cierto a los 

remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 

artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

Artículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin partido a cargos de elección popular: 
( ... ) 
XVII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 
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Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Artículo 19. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin partido: 
a) Amonestación; 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin partido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 

tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta del aspirante 

conllevó a que no fuera posible' establecer la posición financiera de la 

asociación civil BGTN, A.C., Y tampoco tener acceso a la capacidad 

económica del C. Xavier Noval Enterría. 
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Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 

congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 

irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 

En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrado a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrado, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrado como candidato sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 

sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 

Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 

465 



IECM/RS-CG-05/2019 

Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constituir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 

permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 

una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 

Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 

particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 

aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, . situación 

que en el caso concreto ocurrió. 
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No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el impedir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 

Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, y a tener acceso en igualdad a las 

funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público,,53. 

Ahora bien, de lo señalado por el artículo 21 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de los ciudadanos, se encuentra 

el derecho a ser votado. 

Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción 11 de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

53 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aportaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLíTICO­

ELECTORAL. SU INTERPRETACiÓN Y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia política y de afílíación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, así cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
haga nugatorío el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación política y de afílíación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercIcIo, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
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significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones del aspirante a una candidatura respecto a la asociación 

civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, también lo 

es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó un daño 

patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún sujeto 

determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad considera que 

determinar una sanción correspondiente a la imposibilidad de registrar 

una candidatura en los próximos dos procesos electorales sería 

excesivo y atentaría contra los derechos político electorales que posee. 

Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 

algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legítimas deben 

encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en 

criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 

protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 

469 



I ECM/RS-CG-05/2019 

De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a candidato sin partido en un proceso 

electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 

3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 

el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano que aspira a un cargo público de 

elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda vez que las 

asociaciones se constituyen para un fin específico y por tiempo 

determinado, por lo que se advierte que si una persona aspirante 

evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca a 

cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. 

4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir al infractor y a los posibles infractores de la 

norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, dando 

pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, disolución y 

liquidación de la persona moral constituida con la intención de 

recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de elección 

popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a candidato sin 

partido en un subsecuente proceso electoral y no a dos como lo 
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estipula la ley, obedece al principio de proporcionalidad con el 

propósito que se persigue, esto es, por una parte inhibir la 

conducta infractora, y por la otra, garantizar el derecho humano a 

ser votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castañeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 

expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . .. 141. Los derechos 

políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 

democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 

Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso 

de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivada 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/200554 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

54 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 
el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse al C. Xavier Noval Enterría, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Diputado por el principio de 

mayoría relativa en .Ia Ciudad de México en el Proceso Electoral 

Local Ordinario 2017-2018, en virtud de que omitió presentar los 

estados de posición financiera y de resultados, la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados, así como el resto de 

los requerimientos de la autoridad es la prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, consistente en No poder registrar una candidatura sin 

partido en el siguiente Proceso Electoral Local Ordinario. 

Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

34.28 ASOCASIPA, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil 
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ASOCASIPA, A.C., constituida para la rendición de cuentas y 

fiscalización de los actos tendentes a la obtención de apoyo ciudadano 

del C. Javier Alfonso Flores Flores, aspirante a candidato sin partido al 

cargo de Diputado por el principio de mayoría relativa en la Ciudad de 

México, durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, es de 

carácter sustancial, como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y Liquidación de la 
Asociación Civil denominada "ASOCASIPA, A.C.", constituida para el apoyo del 
aspirante a candidato sin partido a Diputado Local por el Principio de Mayoría 
Relativa del Distrito 22 en la Ciudad de México, C. Javier Alfonso Flores Flores, se 
determinaron las situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados de 
posición financiera y de resultados, así como la balanza de comprobación y 
auxiliares contables, todo ello acompañado de la documentación comprobatoria 
respectiva, no obstante que mediante los oficios IECM/UTEF/187/2018 e 
IECM/UTEF/327/2018 de fechas 26 de marzo y 28 de mayo ambos de 2018, 
respectivamente, por ser necesaria para llevar a cabo el procedimiento de 
fiscalización y liquidación, le fue requerida la documentación que se enlista a 
contin uación: 
1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la autoridad 

electoral nacional a través del Sistema Integral de Fiscalización. 
2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la autoridad 

electoral nacional, así como los oficios de respuesta respectivos. 
3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), las 

balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas las 
cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema Integral de 
Fiscalización (SIF). 

4. Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria respectiva y 
elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así como, 
las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo comprendido de 
diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, registro de 
firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, conceptos, 
montos, documentos con el cual se avale el préstamo, fechas de vencimiento, 
depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera, el cual deberá integrarse detalladamente, con 
mención de montos, nombres, concepto, fechas de contratación de la 
obligación, calendario de amortización y de vencimiento, mismos que deberán 
estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 

a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
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c) Importe del contrato. 
Anexar copia fotostática de los contratos. 

11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades políticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de la 

Asociación Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o las 

personas responsables del órgano de finanzas, además deberá informar lo 
siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
d) Domicilio completo. 

18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un liquidador. 
19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 

nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y domicilio 
para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de dominio y 
representación de la Asociación Civil, así como el registro de firmas de las 
cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en las mismas. 

21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya realizado la 
Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SIF y hasta el 31 de 
mayo de 2018; así como la documentación soporte de las mismas y los 
estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 

22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le había 
sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del Consejo General 
IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos para realizar 
notificaciones a través del Sistema de Notificaciones Electrónicas por Internet 
(SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como respohsable de la Asociación Civil incumplió con 
lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, toda 
vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no permitió a 
esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, conocer la totalidad 
de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si 
adquirió bienes muebles y, en su caso, si existen remanentes que deban ser 
entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos realizados a 
la UTF ya la CNBV, autoridades que, en el caso de la UTF remitió la información 
con la que contaba, la cual resultó insuficiente para establecer de manera 
fehaciente la posición financiera de la Asociación Civil, yen el caso de la CNBV no 
se recibió respuesta alguna, lo que no permitió avanzar en el proceso de 
liquidación y disolución, aun y cuando el objeto para la cual fue creada había 
concluido. 
Como ya ha quedado acreditado, la conducta omisa desplegada por el aspirante a 
candidato, afectó la transparencia y la legalidad, al no presentar la información 
financiera y ajustarse al procedimiento de liquidación de la Asociación Civil que 
constituyó para la rendición de cuentas, cuyo objeto concluyó el 22 de marzo de 
2018, fecha en que se le notificó el Acuerdo del Consejo General, por el que se 
aprueba el Dictamen presentado por la Dirección Ejecutiva de Asociaciones 
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Políticas respecto de la verificación realizada al porcentaje de firmas de apoyo 
requerido para obtener el registro de candidatura sin partido al cargo de 
Diputaciones al Congreso de la Ciudad de México, en el Proceso Electoral Local 
Ordinario 2017-2018, identificado con clave IECM/ACU-CG-063/2018." 

En consecuencia, la asociación civil vulneró lo establecido en el artículo 

55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. De lo asentado 

en el Informe Consolidado con relación a lo descrito en el presente 

apartado, así como a lo referido en los considerandos 26 y 29 de la 

presente resolución, se desprende que no obstante que le fueron 

notificados los requerimientos de información y documentación a la 

asociación civil, éstos no fueron atendidos, siendo oportuno señalar que 

la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no 

permitió a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización establecer 

su posición financiera, conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, 

los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes 

muebles y, en su caso, si existían remanentes que debieran ser 

entregados. 

Ahora bien, la falta descrita, constituye una omisión particularmente 

grave del aspirante a candidato en razón de que, si bien el objeto del 

proceso de disolución y liquidación es como tal la asociación civil, no 

debe perderse de vista de que se trata de una persona moral que por sí 

misma no puede cumplir sus obligaciones, además de que su origen 

atañe directamente a la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, con independencia de que ésta haya accedido a la calidad de 

candidato sin partido, pues su constitución tiene como finalidad el 

manejo y control de los recursos del aspirante y, en su caso, candidato 

sin partido, tan es así que en la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, no se contemplan infracciones cometidas por este tipo de 

asociaciones civiles, sino de las personas que aspiren o hayan obtenido 

la candidatura sin partido a algún cargo de elección popular. 
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En el caso concreto, la responsabilidad de presentar estados de 

posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento, es 

originalmente y en un primer plano para el aspirante como sujeto 

principal de la obligación aun y cuando el Reglamento los faculte a 

nombrar un responsable para el proceso de liquidación, sin que, en el 

caso que nos ocupa tal derecho se haya ejercido, como ya ha quedado 

evidenciado. 

En ese orden de ideas, las personas aspirantes deben acreditar ante la 

autoridad fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, 

jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 

determinara la imposibilidad para cumplir con sus obligaciones en 

materia de fiscalización y, en su caso, para subsanar las faltas 

señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación 

necesaria para desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador. 

De lo mencionado y tomando en consideración los argumentos 

previamente expuestos, es claro que se trata de la persona aspirante a 

la única que puede hacérsele exigible el cumplimiento de las 

obligaciones dentro del proceso de fiscalización, liquidación y disolución 

de las asociaciones civiles, pues son justamente ellos los responsables 

originales y sujetos principales de atender las obligaciones inherentes a 

la aspiración de acceder a un cargo público, a las cuales quedan 

sujetos desde el momento en que manifiestan su intención. 

En el caso que nos ocupa una de esas obligaciones inherentes a la 

aspiración a una candidatura sin partido consiste en cumplir con lo 

establecido en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y ", numeral 1 del 
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Reglamento, esto es, presentar a la Unidad de Fiscalización los estados 

de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato, que permitieran establecer la posición 

financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 

en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 

La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 

de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 
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En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 

civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 

En este orden de ideas, al haber quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 

a) IMPOSICiÓN DE LA SANCiÓN 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 

implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil ASOCASIPA, A.C., con lo cual impidió cualquier posibilidad de 

verificar que se ajustó a la normatividad aplicable y generó 

incertidumbre sobre la posición financiera de la asociación civil que 

permitiera continuar con el proceso de disolución y liquidación, lo que 

resulta inadmisible en un Estado de derecho como el nuestro y, como 

consecuencia, debe ser sujeto de la imposición de una sanción 

ejemplar. 

Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 
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público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que el C. Javier Alfonso Flores Flores, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Diputado por el principio de mayoría 

relativa en la Ciudad de México en el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 -2018, conocía con anticipación la obligación de liquidar y disolver 

la asociación civil constituida para sus fines electorales. 

Es claro que existe una necesidad de que los aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 

civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 

persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 

actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta del C. Javier Alfonso 

Flores Flores, aspirante a candidato sin partido al cargo de Diputado por 

el principio de mayoría relativa en la Ciudad de México en el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2017-2018, debe ser calificada como 

particularmente grave, toda vez que la omisión del sujeto obligado 

imposibilitó de manera determinante la fiscalización de las operaciones 

realizadas por la asociación civil desde su creación y hasta el momento 

de su disolución, por lo que esta autoridad se vio impedida a establecer 

su posición financiera y, por lo tanto, evitó se llevara a cabo el proceso 

de disolución y liquidación al que se encuentra sometida de 
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conformidad con el Código; asimismo, no se debe perder de vista que la 

finalidad del proceso que nos ocupa es preservar el interés público y los 

derechos de terceros y, en todo caso, dar un destino cierto a los 

remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 

artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

Artículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin partido a cargos de elección popular: 
( ... ) 
XVII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 

Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Artículo 19. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin partido: 
a) Amonestación; 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
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subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin partido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 

tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta del aspirante 

conllevó a que no fuera posible establecer la posición financiera de la 

asociación civil ASOCASIPA, A.C., y tampoco tener acceso a la 

capacidad económica del C. Javier Alfonso Flores Flores. 

Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 

congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 
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irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 

En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrado a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrado, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrado como candidato sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 

sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 

Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 

Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constituir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 

permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 
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una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 

Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 

particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 

aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, situación 

que en el caso concreto ocurrió. 

No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el impedir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 

Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

483 



IECM/RS-CG-05/2019 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, y a tener acceso en igualdad a las 

funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público,,55. 

Ahora bien, de lo señalado por el artículo?1 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de los ciudadanos, se encuentra 

el derecho a ser votado. 

Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción 11 de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLÍTICO-

ELECTORAL. SU INTERPRETACiÓN Y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

55 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aportaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia política y de afiliación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, así cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación política y de afiliación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercIcIo, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones del aspirante a una candidatura respecto a la asociación 

civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, también lo 

es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó un daño 

patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún sujeto 

determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad considera que 

determinar una sanción correspondiente a la imposibilidad de registrar 

una candidatura en los próximos dos procesos electorales sería 

excesivo y atentaría contra los derechos político electorales que posee. 

485 



IECM/RS-CG-05/2019 

Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 

algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legítimas deben 

encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en 

criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 

protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 

De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a candidato sin partido en un proceso 

electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 

3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 
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el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano que aspira a un cargo público de 

elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda vez que las 

asociaciones se constituyen para un fin específico y por tiempo 

determinado, por lo que se advierte que si una persona aspirante 

evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca a 

cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. 

4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir al infractor y a los posibles infractores de la 

norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, dando 

pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, disolución y 

liquidación de la persona moral constituida con la intención de 

recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de elección 

popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a candidato sin 

partido en un subsecuente proceso electoral y no a dos como lo 

estipula la ley, obedece al principio de proporcionalidad con el 

propósito que se persigue, esto es, por una parte inhibir la 

conducta infractora, y por la otra, garantizar el derecho humano a 

ser votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castañeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 

expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . . . 141. Los derechos 
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políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 

democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 

Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso 

de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivada 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/200556 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse al C. Javier Alfonso Flores Flores, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Diputado por el principio de 

mayoría relativa en la Ciudad de México en el Proceso Electoral 

56 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 
el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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Local Ordinario 2017-2018, en virtud de que omitió presentar los 

estados de posición financiera y de resultados, la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados, así como el resto de 

los requerimientos de la autoridad es la prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, consistente en No poder registrar una candidatura sin 

partido en el siguiente Proceso Electoral Local Ordinario. 

Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

34.29 RTNJ, A.C. 

Conforme a la conclusión determinada en el Informe Consolidado, se 

desprende que la irregularidad en la que incurrió la asociación civil 

RTNJ, A.C., constituida para la rendición de cuentas y fiscalización de 

los actos tendentes a la obtención de apoyo ciudadano del C. Hugo 

Javier Isla de la Maza, aspirante a candidato sin partido al cargo de 

Diputado por el principio de mayoría relativa en la Ciudad de México, 

durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, es de carácter 

sustancial, como a continuación se señala: 

"Como resultado del procedimiento de Fiscalización, Disolución y Liquidación de la 
Asociación Civil denominada "RTNJ, A.C.", constituida para el apoyo del aspirante 
a candidato sin partido a Diputado Local por el Principio de Mayoría Relativa del 
Distrito 23 en la Ciudad de México, C. Hugo Javier Isla De La Maza, se 
determinaron las situaciones siguientes: 
El Responsable de la Asociación Civil, fue omiso en presentar los estados de 
posición financiera y de resultados, así como la balanza de comprobación y 
auxiliares contables, todo ello acompañado de la documentación comprobatoria 
respectiva, no obstante que mediante los oficios IECM/UTEF/197/2018 e 
IECM/UTEF/334/2018 de fechas 26 de marzo y 28 de mayo ambos de 2018, 
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respectivamente, por ser necesaria para llevar a cabo el procedimiento de 
fiscalización y liquidación, le fue requerida la documentación que se enlista a 
continuación: 
1. Los informes de apoyo ciudadano y sus anexos presentados ante la autoridad 

electoral nacional a través del Sistema Integral de Fiscalización. 
2. Los oficios de notificación de errores u omisiones emitidos por la autoridad 

electoral nacional, así como los oficios de respuesta respectivos. 
3. Estados Financieros (El Balance General y el Estado de Resultados), las 

balanzas de comprobación mensuales a último nivel, Balanza de 
Comprobación acumulada y los registros auxiliares contables de todas las 
cuentas contables, aún en ceros, con cifras al cierre del Sistema Integral de 
Fiscalización (SIF). 

4. Pólizas contables, así como la documentación comprobatoria respectiva y 
elementos de convicción por el periodo sujeto a revisión. 

5. Los estados de cuenta bancarios mensuales de todas las cuentas, así como, 
las conciliaciones bancarias correspondientes, por el periodo comprendido de 
diciembre de 2017 a mayo de 2018. 

6. Copia de los contratos de apertura de la o las cuentas bancarias, registro de 
firmas y en su caso, evidencia de las cancelaciones realizadas. 

7. El Inventario Físico Valuado del Activo Fijo, que contendrá la fecha de 
adquisición, la descripción del bien e importe. 

8. Relación de cuentas por cobrar, que deberá contener nombres, conceptos, 
montos, documentos con el cual se avale el préstamo, fechas de vencimiento, 
depósito en garantía, etc. 

9. Relación del pasivo si existiera, el cual deberá integrarse detalladamente, con 
mención de montos, nombres, concepto, fechas de contratación de la 
obligación, calendario de amortización y de vencimiento, mismos que deberán 
estar autorizados. 

10. Relación de contratos (Servicios Personales, Honorarios Profesionales, 
Honorarios Asimilados a Salarios, Arrendamiento de Bienes Muebles e 
Inmuebles, de Prestación de Servicios, etc.), con los datos siguientes: 

a) Concepto del contrato. 
b) Vigencia. 
c) Importe del contrato. 
Anexar copia fotostática de los contratos. 

11. La Integración de impuestos retenidos. 
12. Declaraciones fiscales por el periodo sujeto a revisión. 
13. Documentación comprobatoria del pago de impuestos. 
14. Recibos de reconocimiento por actividades políticas. 
15. Nóminas y recibos de pagos al personal, por el periodo que se informa. 
16. Registro Federal de Contribuyentes, (Cédula de Identificación Fiscal de la 

Asociación Civil). 
17. Copia de la credencial para votar del otrora aspirante, liquidador y del o las 

personas responsables del órgano de finanzas, además deberá informar lo 
siguiente: 

a) Nombre completo. 
b) Correo electrónico. 
c) Teléfono móvil (celular). 
d) Domicilio completo. 

18. Acordar la disolución de la Asociación Civil y designar a una o un liquidador. 
19. Informar a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización (UTEF), el 

nombre de la o el liquidador, número telefónico, correo electrónico y domicilio 
para oír y recibir toda clase de notificaciones. 

20. Otorgar los más amplios poderes a la o el liquidador, para actos de dominio y 
.. representación de la Asociación Civil, así como el registro de firmas de las 
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cuentas bancarias, como único facultado para suscribir en las mismas. 
21. Presentar una relación de las operaciones que, en su caso, haya realizado la 

Asociación Civil, a partir de la fecha en que se cerró el SIF y hasta el 31 de 
mayo de 2018; así como la documentación soporte de las mismas y los 
estados de cuenta bancarios por dicho periodo. 

22. Requisitar el documento denominado "Formato de Aceptación de 
Notificaciones Electrónicas" al cual se anexó copia, mismo que ya le había 
sido requerido al momento de la notificación del Acuerdo del Consejo General 
IECM/ACU-CG-093/2018, relativo a los lineamientos para realizar 
notificaciones a través del Sistema de Notificaciones Electrónicas por Internet 
(SNI). 

Por lo anterior, el aspirante como responsable de la Asociación Civil incumplió con 
lo dispuesto en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. 
Al respecto, dicha conducta debe calificarse como particularmente grave, toda 
vez que la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no permitió a 
esta autoridad establecer la posición financiera de la misma, conocer la totalidad 
de los recursos que obtuvo, los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si 
adquirió bienes muebles y, en su caso, si existen remanentes que deban ser 
entregados. 
Ello subsistió, no obstante las acciones desplegadas por esta autoridad para 
allegarse de información de terceros, como fueron los requerimientos realizados a 
la UTF y a la CNBV, autoridades que, en el caso de la UTF remitió la información 
con la que contaba, la cual resultó insuficiente para establecer de manera 
fehaciente la posición financiera de la Asociación Civil, yen el caso de la CNBV no 
se recibió respuesta alguna, lo que no permitió avanzar en el proceso de 
liquidación y disolución, aun y cuando el objeto para la cual fue creada había 
concluido. 
Como ya ha quedado acreditado, la conducta omisa desplegada por el aspirante a 
candidato, afectó la transparencia y la legalidad, al no presentar la información 
financiera y ajustarse al procedimiento de liquidación de la Asociación Civil que 
constituyó para la rendición de cuentas, cuyo objeto concluyó el 22 de marzo de 
2018, fecha en que se le notificó el Acuerdo del Consejo General, por el que se 
aprueba el Dictamen presentado por la Dirección Ejecutiva de Asociaciones 
Políticas respecto de la verificación realizada al porcentaje de firmas de apoyo 
requeridO para obtener el registro de candidatura sin partido al cargo de 
Diputaciones al Congreso de la Ciudad de México, en el Proceso Electoral Local 
Ordinario 2017-2018, identificado con clave IECM/ACU-CG-063/2018." 

En consecuencia, la asociación civil vulneró lo establecido en el artículo 

55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del Reglamento. De lo asentado 

en el Informe Consolidado con relación a lo descrito en el presente 

apartado, así como a lo referido en los considerandos 26 y 29 de la 

presente resolución, se desprende que no obstante que le fueron 

notificados los requerimientos de información y documentación a la 

asociación civil, éstos no fueron atendidos, siendo oportuno señalar que 

la omisión en que incurrió el aspirante a candidato sin partido no 

permitió a la Unidad Técnica Especializada de Fiscalización establecer 
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su posición financiera, conocer la totalidad de los recursos que obtuvo, 

los que aplicó en el desarrollo de sus actividades, si adquirió bienes 

muebles y, en su caso, si existían remanentes que debieran ser 

entregados. 

Ahora bien, la falta descrita, constituye una omisión particularmente 

grave del aspirante a candidato en razón de que, si bien el objeto del 

proceso de disolución y liquidación es como tal la asociación civil, no 

debe perderse de vista de que se trata de una persona moral que por sí 

misma no puede cumplir sus obligaciones, además de que su origen 

atañe directamente a la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, con independencia de que ésta haya accedido a la calidad de 

candidato sin partido, pues su constitución tiene como finalidad el 

manejo y control de los recursos del aspirante y, en su caso, candidato 

sin partido, tan es así que en la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, no se contemplan infracciones cometidas por este tipo de 

asociaciones civiles', sino de las personas que aspiren o hayan obtenido 

la candidatura sin partido a algún cargo de elección popular. 

En el caso concreto, la responsabilidad de presentar estados de 

posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato o presenten su escrito de desistimiento, es 

originalmente y en un primer plano para el aspirante como sujeto 

principal de la obligación aun y cuando el Reglamento los faculte a 

nombrar un responsable para el proceso de liquidación, sin que, en el 

caso que nos ocupa tal derecho se haya ejercido, como ya ha quedado 

evidenciado. 
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En ese orden de ideas, las personas aspirantes deben acreditar ante la 

autoridad fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, 

jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 

determinara la imposibilidad para cumplir con sus obligaciones en 

materia de fiscalización y, en su caso, para subsanar las faltas 

señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación 

necesaria para desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador. 

De lo mencionado y tomando en consideración los argumentos 

previamente expuestos, es claro que se trata de la persona aspirante a 

la única que puede hacérsele exigible el cumplimiento de las 

obligaciones dentro del proceso de fiscalización, liquidación y disolución 

de las asociaciones civiles, pues son justamente ellos los responsables 

originales y sujetos principales de atender las obligaciones inherentes a 

la aspiración de acceder a un cargo público, a las cuales quedan 

sujetos desde el momento en que manifiestan su intención. 

En el caso que nos ocupa una de esas obligaciones inherentes a la 

aspiración a una candidatura sin partido consiste en cumplir con lo 

establecido en el artículo 55 fracciones 1, inciso d) y 11, numeral 1 del 

Reglamento, esto es, presentar a la Unidad de Fiscalización los estados 

de posición financiera y de resultados, así como la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados de la asociación civil, 

con cifras al día en que le sea notificada la resolución de negativa de 

registro como candidato, que permitieran establecer la posición 

financiera y determinar los recursos remanentes, y de ese modo estar 

en posibilidad de continuar con las etapas de liquidación al posibilitar 

dar un destino cierto y legal a dichos remanentes y finalmente culminar 

con la disolución de la asociación de que se trate. 
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La finalidad de la entrega de dicha documentación e información, es 

preservar los principios de transparencia y legalidad, lo que implica que 

los sujetos obligados permitan la verificación del origen y destino de 

todos los recursos de los que se hubieran allegado y, por otro lado, que 

cumplan a cabalidad con la normativa electoral que corresponde, en 

este caso el Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a ·Ias 

candidaturas independientes en la Ciudad de México. 

La importancia de la entrega de los informes en tiempo y forma, y por 

consiguiente del cumplimiento de los principios previamente citados, 

radica en que se trata de valores fundamentales del estado 

constitucional democrático de derecho, de tal suerte que el hecho de su 

omisión crea un vacío para la autoridad respecto a su posición 

financiera. 

En este sentido, la conducta en la que incurrió el sujeto obligado, 

conllevó a la imposibilidad de la autoridad para avanzar en su proceso 

de disolución y liquidación, aun y cuando el objeto para la cual fue 

creada había concluido. 

En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión de la persona 

aspirante a una candidatura sin partido, de presentar la información y 

documentación que permitiera establecer la posición financiera y 

culminar los procedimientos de disolución y liquidación de la asociación 

civil que había constituido como mecanismo para rendición de cuentas, 

mismo que estaba obligado a realizar. 

En este orden de ideas, al haber quedado acreditada la comisión de la 

infracción por parte de la persona aspirante, lo conducente es avanzar 

al apartado de imposición de la sanción. 
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a) IMPOSICiÓN DE LA SANCiÓN. 

La omisión en la presentación de los estados de posición financiera y 

de resultados, la balanza de comprobación y auxiliares contables 

acumulados, así como el resto de los requerimientos de la autoridad, 

implicó una trasgresión directa a las disposiciones, bienes y principios 

jurídicos tutelados por las normas mencionadas con antelación y reflejó 

la deliberada intención de obstaculizar las atribuciones de la autoridad 

en el proceso de fiscalización, disolución y liquidación de la asociación 

civil RTNJ, A.C., con lo cual impidió cualquier posibilidad de verificar 

que se ajustó a la normatividad aplicable y generó incertidumbre sobre 

la posición financiera de la asociación civil que permitiera continuar con 

el proceso de disolución y liquidación, lo que resulta inadmisible en un 

Estado de derecho como el nuestro y, como consecuencia, debe ser 

sujeto de la imposición de una sanción ejemplar. 

Es válido considerar, como ya se ha precisado con antelación, que 

desde el momento en que manifestaron la intención de obtener el 

registro de una candidatura sin partido para poder acceder a un cargo 

público, las personas aspirantes quedaron obligadas a sujetarse a las 

disposiciones normativas emitidas para su regulación, por lo cual se 

pone de manifiesto que el C. Hugo Javier Isla de la Maza, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Diputado por el principio de mayoría 

relativa en la Ciudad de México en el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017-2018, conocía con anticipación la obligación de liquidar y disolver 

la asociación civil constituida para sus fines electorales. 

Es claro que existe una necesidad de que los aspirantes a una 

candidatura sin partido presenten la documentación e información 

requerida por la autoridad, que permita justamente dar un destino cierto 

a los remanentes de los recursos con los que cuenten las asociaciones 
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civiles a través de su liquidación y, en consecuencia, estar en 

posibilidad de extinguir la vida jurídica de dichas personas morales a 

través de su disolución. Es evidente que una de las finalidades que se 

persiguen con tales obligaciones es precisamente garantizar que la 

actividad de dichos sujetos obligados se desempeñe en apego a los 

cauces legales situación que, en el caso en concreto, no sucedió. 

Al respecto, cabe recordar que la conformación de una asociación civil 

es requisito sine qua non para aspirar a un cargo de elección popular, 

por lo que, a juicio de esta autoridad, la conducta del C. Hugo Javier 

Isla de la Maza, aspirante a candidato sin partido al cargo de Diputado 

por el principio de mayoría relativa en la Ciudad de México en el 

Proceso Electoral Local Ordinario 2017-2018, debe ser calificada como 

particularmente grave, toda vez que la omisión del sujeto obligado 

imposibilitó de manera determinante la fiscalización de las operaciones 

realizadas por la asociación civil desde su creación y hasta el momento 

de su disolución, por lo que esta autoridad se vio impedida a establecer 

su posición financiera y, por lo tanto, evitó se llevara a cabo el proceso 

de disolución y liquidación al que se encuentra sometida de 

conformidad con el Código; asimismo, no se debe perder de vista que la 

finalidad del proceso que nos ocupa es preservar el interés público y los 

derechos de terceros y, en todo caso, dar un destino cierto a los 

remanentes. 

Por lo que, al omitir atender los requerimientos de la autoridad, 

mediante los cuales debió remitir la documentación comprobatoria de la 

disolución de la asociación, se ajusta a la hipótesis normativa del 

artículo 11 de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México que 

establece en su fracción XVII lo siguiente: 

496 



IECM/RS-CG-05/2019 

Artículo 11. Constituyen infracciones a quienes aspiren o hayan obtenido 
la candidatura sin partido a cargos de elección popular: 
( ... ) . 
XVII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidos en 
el Código y demás disposiciones aplicables. 

Es claro que las disposiciones aplicables que se mencionan en el 

artículo en cita, incluyen el artículo 55, fracciones 1, inciso d) y 11, 

numeral 1 del Reglamento para la fiscalización, disolución y liquidación 

de las asociaciones civiles constituidas por las y los aspirantes a las 

candidaturas independientes en la Ciudad de México, por lo que, 

consecuentemente, es válido aplicar alguna de las sanciones 

contenidas en el artículo 19, fracción IV de dicha Ley Procesal, las 

cuales se citan a continuación para mayor claridad: 

Artículo 19. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente: 
( ... ) 
IV. Respecto de las y los aspirantes o las y los candidatos sin partido: 
a) Amonestación; 
b) Multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualizaci6n; 
c) Pérdida del derecho de la o el aspirante infractor a ser registrado como 
candidata o candidato sin partido o, en su caso, si ya hubiera sido 
registrado, con la cancelación de la candidatura; 
d) En caso de que la o el aspirante omita informar y comprobar a la 
unidad de fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el 
apoyo ciudadano, no se podrá registrar en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable; y 
e) En caso de que quien ostente la candidatura sin partido omita informar 
y comprobar a la autoridad electoral nacional los gastos de campaña y no 
los reembolse, no se podrá registrar su candidatura en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable. 

Para la imposición de las sanciones a los sujetos obligados que 

hubieran incurrido en infracciones a la normativa electoral, existen 

elementos mínimos indispensables que se deben tomar en cuenta, 

entre los cuales se encuentra la capacidad económica, ya que, no 

tomarla en cuenta podría conllevar a que la sanción fuera excesiva y 

desproporcionada. En el caso en concreto, la conducta del aspirante 

conllevó a que no fuera posible establecer la posición financiera de la 
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asociación civil RTNJ, A.C., Y tampoco tener acceso a la capacidad 

económica del C. Hugo Javier Isla de la Maza. 

Derivado de la falta que ha sido analizada, esta autoridad debe 

considerar la imposición de una sanción que cumpla con los efectos 

inhibitorios suficientes, además de que pueda hacerse efectiva, pues de 

lo contrario no se alcanzaría la finalidad buscada ni tampoco tendría 

objeto una sanción que no pudiera aplicarse al no haber incidencia 

directa sobre la conducta del sujeto infractor; por ello, al encontrarnos 

en el supuesto actual, la autoridad administrativa debe optar por una 

sanción no pecuniaria a efecto de que pueda ser perfeccionada y por lo 

tanto aplicable, por lo cual debe excluirse la imposición de una multa, 

pues no existen parámetros que permitan establecerla adecuadamente, 

aunado al hecho de que aun contando con los elementos que 

permitieran la ponderación de una sanción pecuniaria, dada la 

naturaleza de la omisión de que se trata, ésta no resultaría suficiente y 

congruente con la calificación de la falta previamente establecida, por lo 

que una sanción consistente en multa sería leve en comparación con la 

irregularidad, lo que implica la exclusión de la sanción contenida en el 

inciso b). 

En lo que concierne al inciso c) no es posible su aplicación, ya que, 

implica una temporalidad que ya ha transcurrido, al referir como sanción 

la imposibilidad de ser registrado a la candidatura que aspira, o bien, en 

caso de ya estar registrado, que dicho registro sea cancelado, lo cual es 

inaplicable, toda vez que al no cumplir con el mínimo de firmas que se 

requería para ser registrado como candidato sin partido, dicha hipótesis 

se encontraba negada, máxime cuando al momento de analizar y 

sancionar la conducta infractora el Proceso Electoral Local Ordinario 

2017 - 2018, ha fenecido. 
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Por otro lado el inciso e) es aplicable a aquellos aspirantes que sí 

obtuvieron el registro como candidatos sin partido, por lo cual tampoco 

resulta viable. 

Derivado de lo anterior, la sanción a imponer únicamente podría 

corresponder a los incisos a) que contempla la amonestación, y d), esto 

es, no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes. 

En este sentido, debe recordarse, como se ha mencionado en el 

análisis del inciso b), que una de las finalidades de las sanciones es 

justamente inhibir en los sujetos obligados la realización de conductas 

infractoras, lo cual incida en la sociedad en general al constituir una 

medida ejemplar, derivado de ello debe tenerse en cuenta que la 

omisión fue calificada como particularmente grave, ya que, impidió en 

su totalidad que la autoridad tuviera acceso a la información que 

permitiera establecer la posición financiera de la asociación civil y con 

ello, poder avanzar a la disolución y liquidación de la misma, por lo que 

una amonestación constituye una sanción leve y, por lo tanto, no resulta 

aplicable. 

Por lo anterior, la sanción debe ser la contenida en el inciso d), relativa 

a no poder registrar una candidatura sin partido en las dos elecciones 

subsecuentes, debido a que se obstaculizaron por completo las 

atribuciones de la autoridad y, en consecuencia, no se pudo llevar a 

cabo el objetivo del proceso de fiscalización, liquidación y disolución de 

la asociación civil, que es el preservar el interés público y de terceros, 

siendo esas las razones por las cuales se calificó a la falta como 

particularmente grave. Por otro lado, es clara la aplicación de la sanción 

contenida en esta porción normativa debido a que la conducta encuadra 

de manera directa en la hipótesis, a saber, que en caso de que la o el 
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aspirante omita informar y comprobar a la unidad de fiscalización del 

Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, situación 

que en el caso concreto ocurrió. 

No obstante lo anterior, y pese a que la Ley procesal establece como 

sanción que el o la aspirante no se podrá registrar en las dos elecciones 

subsecuentes, se considera que, si bien, la omisión que por esta vía se 

sanciona fue calificada como particularmente grave por imposibilitar la 

labor de la autoridad al no presentar la información requerida para llegar 

a la disolución y liquidación, también se estima que el impedir el registro 

en las dos elecciones subsecuentes, sería una sanción excesiva. 

Así, se debe tomar en cuenta que los derechos político electorales 

forman parte de la naturaleza humana, lo que implica que en tanto no 

desaparezca el ser humano, los derechos políticos continuarán como 

fundamento principal para la formación y organización de la sociedad. 

Debido a ello, se dio su inclusión en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo 

artículo 21 señala que consisten en: "el derecho de toda persona a 

participar en el gobierno de su país, sea directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos, y a tener acceso en igualdad a las 

funciones públicas, siendo la voluntad del pueblo, expresada en 

elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, igualitario y 

secreto, la base de la autoridad del poder público"57. 

Ahora bien, de lo señalado por el artículo 21 referido, se desprende que 

entre los derechos político electorales de los ciudadanos, se encuentra 

el derecho a ser votado. 

57 Gámiz Parral, Máximo N. Rivera Rodríguez, José Enrique; Las aporlaciones de las entidades federativas a la 
reforma del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, 2005, pp.365-367. 
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Debemos recordar que el derecho al voto, en el caso que nos ocupa el 

pasivo, está reconocido por el artículo 35, fracción 11 de la Constitución 

Federal, así como internacionalmente en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (artículo 21), el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 23), entre otros tratados internacionales de 

los que México forma parte, como un derecho humano, sin embargo, 

también debemos considerar que no son absolutos y pueden estar 

sujetos a limitaciones, tales como la sanción prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la ley procesal, misma que debe atender a los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

La importancia del derecho al voto es tal que, la Sala Superior en 

sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, aprobó por 

unanimidad de seis votos la jurisprudencia 29/2002 de rubro 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLíTICO-

ELECTORAL. SU INTERPRETACiÓN Y 

CORRELATIVA APLICACiÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA, Y 

la declaró formalmente obligatoria, misma que para mayor claridad se 

cita a continuación: 

Interpretar en forma restrictiva los derechos subjetivos públicos 
fundamentales de asociación en materia política y de afiliación 
política electoral consagrados constitucionalmente, implicaría desconocer 
los valores tutelados por las normas constitucionales que los 
consagran, así cabe hacer una interpretación con un criterio extensivo, 
toda vez que no se trata de una excepción o de un privilegio, sino 
de derechos fundamentales consagrados constitucionalmente, los cuales 
deben ser ampliados, no restringidos ni mucho menos suprimidos. En 
efecto, los derechos fundamentales de carácter político-electoral 
consagrados constitucionalmente, como los derechos de 
votar, ser votado, de asociación y de afiliación, con todas las facultades 
inherentes a tales derechos, tienen como principal fundamento 
promover la democracia representativa, habida cuenta que, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse 
en una república representativa y democrática. Lo anterior, en virtud de 
que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido 
yalcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o 
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haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo son los 
de asociación política y de afiliación político-electoral; por el contrario, 
toda interpretación y la correlativa aplicación de 
una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos 
para potenciar su ejercicio, siempre que aquélla esté 
relacionada con un derecho fundamental. Lo anterior, desde luego, no 
significa en forma alguna sostener que los derechos fundamentales de 
carácter político sean derechos absolutos o ilimitados. 
[Énfasis añadido] 

Por su parte, es válido sostener que si bien, en el caso que nos ocupa, 

las omisiones del aspirante a una candidatura respecto a la asociación 

civil no permitieron fijar la posición financiera de esta última, también lo 

es que en modo alguno se pudo determinar que se realizó un daño 

patrimonial, o de cualquier otra índole, en contra de algún sujeto 

determinado o indeterminado. Por lo que esta autoridad considera que 

determinar una sanción correspondiente a la imposibilidad de registrar 

una candidatura en los próximos dos procesos electorales sería 

excesivo y atentaría contra los derechos político electorales que posee. 

Como bien cita la Jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalada previamente, no 

se puede llegar al extremo de considerar el derecho a ser votado, o 

algún otro derecho fundamental, como absoluto o ilimitado, sin 

embargo, si exige a las autoridades, que la aplicación de sus normas se 

realice de modo tal que se amplíen sus alcances para su 

potencialización. 

Del mismo modo, para que dichas limitaciones sean legitimas deben ~ 
encontrarse previstas en una ley, no ser discriminatorias, basarse en ¡' 
criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne 

necesaria para satisfacer un interés público imperativo y ser 

proporcional a ese objetivo, asimismo, cuando haya varias opciones 

para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 
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protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 

persigue (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2008, 58, párr. 

206). 

De esta forma, podemos arribar a lo siguiente: 

1. La sanción que se propone imponer, esto es, evitar permitirle se 

registre como aspirante a candidato sin partido en un proceso 

electoral subsecuente, se encuentra prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México. 

2. Dicha sanción, no resulta discriminatoria, toda vez que la norma 

no regula directamente la conducta de un grupo en situación de 

desventaja histórica y mucho menos contribuye a construir un 

significado social de exclusión o degradación para esos grupos. 

3. En opinión de este órgano colegiado, dicha sanción está basada 

en criterios razonables, lo anterior, dado que el fin perseguido con 

el proceso de fiscalización y liquidación que nos ocupa, consiste 

en determinar la posición financiera de la asociación civil 

conformada por un ciudadano que aspira a un cargo público de 

elección popular, y con ello llegar a su disolución, toda vez que las 

asociaciones se constituyen para un fin específico y por tiempo 

determinado, por lo que se advierte que si una persona aspirante 

evade tal proceso legal, impide que la autoridad conozca a 

cabalidad las finanzas y que en caso de existir remanentes se ~ 

puedan reintegrar al patrimonio del estado. / . 

4. Se considera que la sanción propuesta resulta útil y oportuna para 

lograr persuadir al infractor y a los posibles infractores de la 

norma, toda vez que, inhibe la intención de persuadir la ley, dando 

pie a que se cumplimente con la rendición de cuentas, disolución y 

liquidación de la persona moral constituida con la intención de 
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recabar el apoyo ciudadano y aspirar a un cargo de elección 

popular. 

5. Por lo que, evitar que se registre como aspirante a candidato sin 

partido en un subsecuente proceso electoral y no a dos como lo 

estipula la ley, obedece al principio de proporcionalidad con el 

propósito que se persigue, esto es, por una parte inhibir la 

conducta infractora, y por la otra, garantizar el derecho humano a 

ser votado. 

Sirve de sustento a lo anterior lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos al conocer el caso Castañeda 

Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos 140. Los derechos políticos son 

derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 

interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos 

consagrados en la Convención Americana como la libertad de 

expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en 

conjunto hacen posible el juego democrático. . .. 141. Los derechos 

políticos consagrados en la Convención Americana, así como en 

diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la 

democracia y el pluralismo político. Este tribunal ha expresado que 'la 

democracia representativa es determinante en todo el sistema del que 

la convención forma parte', y constituye 'un principio reafirmado por los 

Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental 

del sistema americano. '. 

Por lo hasta el momento expuesto, es que esta autoridad, haciendo uso A 
de la discrecionalidad que posee, para individualizar la sanción derivad! 

de una infracción, y tomando como criterio orientador la Jurisprudencia 

157/200558 de rubro INDIVIDUALIZACiÓN DE LA PENA. DEBE SER 

58 Tesis de Jurisprudencia 157/2005, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en sesión de fecha cuatro de noviembre de dos mil cinco. Dicha Jurisprudencia refiere que la discrecionalidad de la 
que goza el juzgador para cuantificar las penas debe sujetarse a que motive adecuadamente el lugar o escalafón en 

504 



IECM/RS-CG-05/2019 

CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD ATRIBUIDO AL 

INCULPADO. PUDIENDO EL JUZGADOR ACREDITAR DICHO 

EXTREMO A TRAVÉS DE CUALQUIER MÉTODO QUE RESULTE 

IDÓNEO PARA ELLO, en pro de garantizar los derechos político 

electorales del ciudadano de la persona aspirante a una candidatura sin 

partido, arriba a la conclusión de que la sanción que debe imponerse 

debe ser la consistente en no poder registrarse a una candidatura, 

únicamente, en la elección subsecuente, máxime cuando, no existió 

reincidencia por parte del aspirante. 

Por todo lo anterior y una vez expuesto el resultado de la interpretación 

armónica, sistemática y funcional a la normativa electoral, la sanción 

que debe imponerse al C. Hugo Javier Isla de la Maza, aspirante a 

candidato sin partido al cargo de Diputado por el principio de 

mayoría relativa en la Ciudad de México en el Proceso Electoral 

Local Ordinario 2017-2018, en virtud de que omitió presentar los 

estados de posición financiera y de resultados, la balanza de 

comprobación y auxiliares contables acumulados, así como el resto de 

los requerimientos de la autoridad es la prevista en el artículo 19, 

fracción IV, inciso d) de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de 

México, consistente en No poder registrar una candidatura sin 

partido en el siguiente Proceso Electoral Local Ordinario. 

Por otro lado, considerando que el objeto para la cual fue creada la 

asociación civil en estudio ha concluido y que no cumplió con la /) 

disolución y liquidación correspondiente, esta autoridad considera viable / ' 

dar vista al Servicio de Administración Tributaria y al Registro Público 

de la Propiedad, para los efectos legales conducentes. 

el que se ubica el grado de reproche imputado al inculpado, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, por encontrarse ambos en igual lugar dentro de sus respectivos 
parámetros. Refiriendo al final que, para lograr tal fin, el juzgador puede valerse de cualquier método que resulte 
idóneo para ello, pues no existe norma alguna que lo constriña a adoptar algún procedimiento matemático en 
específico, entre los diversos que resulten adecuados para desempeñar dicha labor. 
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